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El panorama del mercado internacional es un tema complejo y bastante profundo pues 
contiene muchos elementos jurídicos que deben ser tenidos en cuenta por el dinamismo de los 
diferentes mercados existentes, la globalización y la expansión creciente de los comerciantes hacia 
los tratados de libre comercio, hace que sea un tema multifacético, con una serie de conceptos y 
contextos que deben ser tenidos en cuenta y analizados a profundidad.  
Bajo el anterior escenario se puede plantear como problema de investigación que la 
transmisión del riesgo en el marco de la compraventa de bienes muebles en el mercado 
internacional, puede llegar a ser un campo de controversias y vacíos legales, pues las normas entre 
los países evidentemente varían, siendo excluyentes entre sí.  
En el mercado internacional y atendiendo a esta cantidad de elementos que componen la 
figura de la compraventa, es necesario plantear el interrogante sobre la trasmisión del riesgo que 
asumen los contratantes dentro del negocio jurídico en el marco internacional, pues sin lugar a 
dudas es una figura que deja muchas incógnitas al descubierto, toda vez que este tipo de contratos 
al no estar regulados uniformemente por una legislación o una serie de reglas que se aplique a 
todos los casos, genera vacíos extensos.  
La transmisión del riesgo en materia de compraventa internacional es un tema que toma 
una importancia vital para analizar la eficacia de las normas dispuestas por los organismos 
internacionales y nacionales de los diferentes contratantes para llegar a solucionar conflictos 
derivados en las pérdidas de las mercancías, de ahí que se estudien las obligaciones de cada parte 
dentro del negocio jurídico de la compraventa.  
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Entre tanto, se propone estudiar la teoría de la transmisión del riesgo y analizar las 
diferentes implicaciones jurídicas como generador de controversias, en este orden de ideas y bajo 
el marco de la transmisión del riesgo referente a la compraventa internacional, se ha querido 
plantear como pregunta de investigación: ¿Cuáles son los principios, normas o instrumentos que 
armonizan los conflictos en la transmisión del riesgo derivado de la pérdida o deterioro de las 
mercaderías en el contrato de compraventa internacional de mercaderías? 
En este sentido, se ha planteado como hipótesis de investigación que no solo la autonomía 
de la voluntad, como principio rector, es el que finalmente establece el régimen de transmisión del 
riesgo en la compraventa internacional, a esto se suman los instrumentos internacionales que se 
han dispuesto al respecto. Entre tanto, para hacer una sistematización de la pregunta de 
investigación es necesario abordar y deconstruir la pregunta formulada, descomponiéndola en 
pequeñas premisas, generando así una serie de subproblemas, con el fin de abordar la teoría de la 
transmisión del riesgo derivado de la pérdida o deterioro de las mercaderías en los mercados 
internacionales desde diferentes ángulos. Para llevar a cabo este proceso ordenado que pretende 
desarrollar los diferentes pasos para la ejecución, exposición y posterior solución a la premisa 
planteada, es necesario plantear una serie de pasos con el fin de otorgar jerarquías a los diferentes 
elementos. En este orden de ideas, se han formulado objetivos para el desarrollo de los diferentes 
estadios que componen el fenómeno anteriormente descrito. 
En este orden de ideas, se ha planteado como objetivo general de la investigación describir 
cuáles son las normas, reglas y principios que armonizan los conflictos en la teoría de la 
transmisión del riesgo derivado de la pérdida o deterioro de las mercaderías y la transmisión en las 
compraventas que implican transporte de mercaderías. Consecuencialmente y haciendo caso a la 
sistematización de la pregunta de investigación, se han propuesto tres diferentes objetivos 
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específicos, los cuales serán llevados a cabo en el desarrollo de cada capítulo para después hacer 
una ejecución y llegar a triangular: 
 
I. Estudiar el contexto normativo que rigen las obligaciones derivadas de la transmisión del 
riesgo derivado de la pérdida o deterioro de las mercaderías en la compraventa 
internacional. Ahora, para el desarrollo de este objetivo se va a realizar un capítulo que se 
dirija a estructurar normativa, jurisprudencialmente y en derecho comparado las 
características que componen la solución de los conflictos en la transmisión del riesgo 
derivado de la pérdida o deterioro de las mercaderías, aunado a esto se hará un estudio de 
diferentes referentes de investigación o fuentes secundarias de investigación, tales como; 
revistas, artículos, monografías y trabajos de grado que tengan una similitud con el tema 
en cuestión, de esta forma, se creará un estado de arte para contextualizar eficientemente 
el problema de la investigación.  
II. Delimitar los conceptos inmersos dentro de la compraventa internacional y 
específicamente los conceptos contenidos dentro de la transmisión del riesgo derivado de 
la pérdida o deterioro de las mercaderías. Para el desarrollo de este objetivo específico se 
hará un estudio detallado de los diferentes conceptos que pueden estar inmersos dentro de 
esta figura jurídica, aunado se tomará y delimitará la teoría de la trasmisión del riesgo y la 
teoría que más se ajuste a la solución de conflictos dentro de la transmisión del riesgo 
derivado de la pérdida o deterioro de las mercaderías. Esto con el fin de conceptualizar la 
pregunta de investigación planteada en párrafos anteriores. 
III. Comprobar si es la autonomía de la voluntad, como principio rector, quien finalmente 
establece el régimen de transmisión del riesgo en la compraventa internacional. Este 
objetivo, estará dedicado a la comprobación y corroboración de la hipótesis de la 
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investigación, propuesta que se hará mediante una triangulación teórica documental. De 
esta forma, se dará validez o por el contrario se desvirtuará la hipótesis planteada.   
 
La investigación tiene un diseño metodológico, de carácter socio-jurídico, con un tipo de 
investigación descriptiva, cualitativa. Ahora bien, se quiso realizar y abordar el tema de trasmisión 
del riesgo derivado de la pérdida o daño de las mercancías, puesto que es un tema que aborda una 
serie de vacíos por su dinámica y su entorno multifacético, de esta forma es una investigación 















CAPÍTULO I. TRANSMISIÓN DEL RIESGO DERIVADO DE LA PÉRDIDA O 
DETERIORO DE LAS MERCADERÍAS EN LA COMPRAVENTA INTERNACIONAL 
 
Para la ejecución del primer objetivo específico propuesto en la parte introductoria de la 
investigación y atendiendo a la jerarquización de la sistematización de la pregunta de 
investigación, este capítulo estará dedicado a contextualizar el problema socio jurídico que 
compone la investigación, de esta forma, se dividirá en dos diferentes acápites, el primero 
corresponde al estadio normativo y jurisprudencial para la solución de la pregunta de 
investigación. En este apartado, se trabajarán, estudiarán y se desarrollarán las diferentes normas 
y textos jurídicos que sirvan como apoyo para la realización del trabajo.  
El segundo momento del presente capítulo estará dirigido a hacer una recolección de los 
antecedentes de la investigación, tomando un eje histórico que debe ser trabajado para el buen 
manejo del documento, aunado a esto, se hará una recopilación doctrinal sobre los diferentes 
referentes de investigación que han abordado el tema en cuestión, a esta parte de la investigación 
se le denominará estado del arte, y este a su vez, será la piedra angular para el desarrollo de todo 
el trabajo conceptual y comprobación de la hipótesis de la investigación. 
Por último, se construirá una pequeña conclusión, acerca de los dos estadios observados en 
el capítulo y de esta forma se podrá avanzar a la conceptualización de la pregunta investigación 
propuesta en la introducción del trabajo.  
 
 
La transmisión del riesgo derivado a la luz del derecho internacional 
Desde la entrada en vigencia de la convención el 1 de enero de 1988, 83 miembros de los 
193 pertenecientes a la Organización de las Naciones Unidas (ONU), es decir, el 43% la ha 
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ratificado. Ha sido la norma aplicable a 10.000 casos sobre contratos de compraventa 
internacional, decidiéndose con sus disposiciones 3.000 de estos casos.  
En Colombia se incorporó con la Ley 518 de 1999, pero ni con la existencia de norma en 
concreto, ha pasado del ámbito teórico. En nuestro país hay 5 sentencias de las altas cortes que 
hacen referencia a la CISG. El primero se limita a determinar la constitucionalidad de la CISG. El 
segundo hace un comparativo entre el artículo 74 de la CISG y el artículo 1616 del código civil en 
cuanto a que los dos limitan los daños recuperables a aquellos que son previsibles. Los tres 
restantes aplican el código civil y el código de comercio recordando la importancia de la CISG 
pues puede llenar vacíos en el derecho interno. No se conocen laudos que apliquen la CISG que 
hayan sido proferidos por Tribunales de Arbitramento colombianos.  
En un comparativo, Alemania es el país con mayor cantidad de jurisprudencia sobre la 
CISG. Según la base de datos de Pace Law School, se datan 530 casos y una vasta literatura sobre 
el tema. China es el segundo país con mayor aplicabilidad de la convención, pues realizando una 
revisión, se encuentran 432 y la China International Economic and Trade Arbitration Commission 
(CIETAC), ha proferido 400 laudos al respecto. El tercer país con mayor cantidad de 
jurisprudencia aplicando la CISG es Estados Unidos, pues se tienen registros de 169, inclusive 
teniendo en cuenta que su sistema de derecho es el common law y las reglas contenidas en la 
convención son netamente de civil law.  
A su vez en Latinoamérica la situación es diferente. Los países con mayores casos son 
Argentina con 22 y México con 16, mientras que, países como Perú y Chile tienen 3 casos cada 
uno y otros países centroamericanos, no registran ninguno al respecto.  
En consecuencia, podría decirse que las razones por las cuales podría no aplicase la CISG son:  
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a. Baja relevancia del comercio internacional para nuestro país. Las importaciones y 
exportaciones en Colombia representan el 31% del PIB, aproximadamente, además dos de 
los tres mayores socios de comerciales de Colombia (para el caso Estados Unidos y China), 
ratificaron la CISG, razón por la cual esta convención sería aplicable para los dos estados 
contratantes.  
b. Al no generarse controversias, no es necesario aplicar las disposiciones de la CISG. Las 
empresas sí conocen la importancia de la CISG pero no deciden excluirla en sus contratos 
porque estos no generan controversias o dichas controversias se refieren explícitamente a 
temas que no regula la convención como la validez del contrato. Tales conflictos sí existen 
y no hay razón para determinar que Colombia no es propensa a tener conflictos con pares 
de otras latitudes.  
c. Desconocimiento de la CISG. Esta razón no podría ser válida porque la convención fue 
ratificada por Colombia hace 20 años, tiempo suficiente para que los empresarios 
colombianos tengan pleno conocimiento.  
d. Desconocimiento de que la CISG es la norma aplicable. Esta conducta podría explicarse 
en razón a que los abogados no conocen las disposiciones de la CISG, no configuraría mala 
fe, pero sí sería negligente, o, por el contrario, la conocen, pero omiten su aplicación, 
resolviendo los casos con las normas de derecho interno.  
e. Exclusión de la CISG por las partes en el contrato. Las dos partes o solo una de ellas puede 
exigir la exclusión total de la Convención del contrato por la existencia de una ley más 
favorable a los intereses.  
f. A pesar de la no exclusión de la CISG como norma sustancial del contrato, las partes 
deciden que las controversias sean resueltas por Tribunales de otros estados.  La 
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convención sí regula la materia, pero las partes deciden que sea un tribunal de arbitramento 
con sede en otro país quien decida, puesto que, por lo general Colombia no es sede de 
tribunales de arbitramento internacionales.  
En vista de lo anterior, en Colombia el mayor problema es la desinformación. La corrupción 
solo ralentiza la actividad judicial volviendo más engorrosas todas las situaciones. Es necesario 
crear en la conciencia de los operarios de la justicia, la cultura de la internacionalización del 
derecho, pues es clave para lograr decisiones justas y coherentes con la realidad actual. Por esta 
razón y siguiendo con los lineamientos propuestos, se hace necesario realizar un estudio acerca de 
cuáles son los elementos normativos y jurisprudenciales que analizan la Transmisión del Riesgo 
en contratos de compraventa internacional de mercaderías.  
El primer elemento que se debe analizar dentro de este capítulo es la Ley  518 de 1999, 
pues es esta Ley la que brinda una uniformidad a los contratos o negocios jurídicos celebrados a 
la luz del derecho internacional, de esta forma, es esta Ley la que indica el procedimiento que se 
debe llevar a cabo cuando se presenten conflictos entre las partes, vale la pena destacar que se 
entiende por negocio internacional, el llevado a cabo por un comerciante establecido en el territorio  
colombiano, con otro comerciante que esté arraigado en un país extranjero. Igualmente es 
importante aclarar que esta Ley deberá estar en concordancia con el bloque de constitucionalidad 
y las normas de derecho aplicable para este tipo de negocio, siendo la convención de Viena la carta 
de navegación primordial dentro de esta relación jurídica.  
Ahora la Ley 518 de 1999, se divide en cuatro diferentes apartados; la parte número uno, 
en donde se específica su ámbito de aplicación y disposiciones generales en torno a su aplicación. 
Resaltando que la Convención se aplicará a “los contratos de compraventa de mercaderías entre 
partes que tengan sus establecimientos en Estados diferentes”. Dedicar una interpretación a los 
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numerales del primer artículo es necesario para entender enteramente el contexto en el cual va a 
girar la investigación, en este orden de ideas, expresa la Ley 518 de 1999 que: 
 
a) Se aplicará la convención cuando esos Estados sean Estados Contratantes, o b) 
cuando las normas de derecho internacional privado prevean la aplicación de la ley 
de un Estado Contratante 2. No se tendrá en cuenta el hecho de que las partes tengan 
sus establecimientos en Estados diferentes cuando ello no resulte del contrato, ni 
de los tratos entre ellas, ni de información revelada por las partes en cualquier 
momento antes de la celebración del contrato o en el momento de su celebración. 
3. Alos efectos de determinar la aplicación de la presente Convención, no se tendrán 
en cuenta ni la nacionalidad de las partes ni el carácter civil o comercial de las 
partes o del contrato (Ley 518/99, art. 1).  
En efecto, entender que esta Ley solo se aplicará cuando uno de los establecimientos de 
comercio, esté arraigado en Colombia, y la parte opuesta esté en diferente país sin importar su 
nacionalidad, debe tenerse claro para no confundir la aplicación de normas de carácter 
internacional con la aplicación del derecho privado Nacional.  
Ahora, la atención se vuelca en el desarrollo del comercio internacional, con ello el texto 
normativo estudiado busca sostenerse sobre una base de la igualdad y de beneficio mutuo sin que 
se tergiverse el propósito del negocio jurídico, constituyendo este un elemento importante para 
fomentar las relaciones amistosas entre los diferentes Estados. De igual forma, el desarrollo y el 
avance del comercio internacional en Colombia son necesarias para la evolución del país.  
Es necesario señalar que la convención aquí trabajada, regula exclusivamente el contrato 
de compraventa derivado de las relaciones contractuales entre partes dentro del Estado colombiano 
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con una parte fuera del territorio Nacional como se mencionó en párrafos anteriores, en este 
sentido:    
La presente Convención regula exclusivamente la formación del contrato de 
compraventa y los derechos y obligaciones del vendedor y del comprador 
dimanantes de ese contrato. Salvo disposición expresa en contrario de la presente 
Convención, ésta no concierne, en particular: a) A la validez del contrato ni a la de 
ninguna de sus estipulaciones, ¡ni tampoco a la de cualquier uso; b) A los efectos 
que el contrato pueda producir sobre la propiedad de las mercaderías vendidas (Ley 
518 de 1999, art. 4). 
Entre tanto, el mismo texto, se encarga de excluir el tipo de bienes que no se regulan 
mediante este negocio jurídico: 
La presente Convención no se aplicará a las compraventas: a) De mercaderías 
compradas para uso personal, familiar o doméstico, salvo que el vendedor, en 
cualquier momento antes de la celebración del contrato o en el momento de su 
celebración, no hubiera tenido ni debiera haber tenido conocimiento de que las 
mercaderías se compraban para ese uso; b) En subastas; c) Judiciales; d) De valores 
mobiliarios, títulos o efectos de comercio y dinero; e) De buques, embarcaciones, 
aerodeslizadores y aeronaves; f) De electricidad (Ley 518 de 1999, art. 2). 
Habiendo delimitado algunos de los aspectos generales contenidos dentro de este texto, es 
necesario avanzar hacia la normatividad que pueda sustentar la investigación en cuanto al tema de 
la transmisión del riesgo derivado de la pérdida o daño de las mercaderías, dentro del contrato de 
compraventa internacional, de igual forma, se analizarán las normas que componen el derecho 
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privado Nacional, para poder recoger las diferentes similitudes y diferencias, haciendo un estudio 
comparado del tema.  
Para delimitar el tema en cuestión es necesario dirigirse al capítulo cuarto de la Ley 518 de 
1999, allí se podrá encontrar un apartado dedicado a esta teoría, el artículo 66 de la Convención 
señala: “la pérdida o deterioro de las mercaderías sobrevenidos después de la transmisión del riesgo 
al comprador no liberarán a éste de su obligación de pagar el precio”, pero en la compraventa 
internacional, tal como advierte Adame, mencionado en Cadena y Cubillos (2012): 
Las partes ordinariamente, tienen contratados seguros que les cubran el riesgo de 
pérdida o deterioro, por lo que la atribución del riesgo al comprador o al vendedor 
tiene el efecto de determinar cuál es la compañía aseguradora que debe indemnizar 
la merma patrimonial. La compañía que pague, si se subroga en los derechos 
contractuales del comprador o del vendedor asegurado, podrá demandar a la otra 
parte si considera que la pérdida o deterioro se debieron a un acto u omisión de ella 
(p.33). 
Las características contenidas en cuanto a la carga o la obligación de la trasmisión, se 
incorporan al presente texto, cabe la pena resaltar que las disposiciones aquí contenidas acerca del 
tema de la transmisión del riesgo, son las guías para la solución de las controversias creadas a 
partir de este contrato, en este orden de ideas expone el texto:  
(i). Cuando el contrato de compraventa implique el transporte de las mercaderías y 
el vendedor no esté obligado a entregarlas en un lugar determinado, el riesgo se 
transmitirá al comprador en el momento en que las mercaderías se pongan en poder 
del primer porteador para que las traslade al comprador conforme al contrato de 
compraventa. Cuando el vendedor esté obligado a poner las mercaderías en poder 
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de un porteador en un lugar determinado, el riesgo no se transmitirá al comprador 
hasta que las mercaderías se pongan en poder del porteador en ese lugar. El hecho 
de que el vendedor esté autorizado a retener los documentos representativos de las 
mercaderías no afectará a la transmisión del riesgo. (ii)  Sin embargo, el riesgo no 
se transmitirá al comprador hasta que las mercaderías estén claramente 
identificadas a los efectos del contrato mediante señales en ellas, mediante los 
documentos de expedición, mediante comunicación enviada al comprador o de otro 
modo (Ley 518 de 1999, art. 67). 
En este escenario, es necesario tener una concepción clara acerca del riesgo derivado de las 
mercancías vendidas en tránsito, y la transmisión del riesgo, en lo cual señala la ley 518 de 1999 
que:   
El riesgo respecto de las mercaderías vendidas en tránsito se transmitirá al 
comprador desde el momento de la celebración del contrato. No obstante, si así 
resultare de las circunstancias, el riesgo será asumido por el comprador desde el 
momento en que las mercaderías se hayan puesto en poder del porteador que haya 
expedido los documentos acreditativos del transporte. Sin embargo, si en el 
momento de la celebración del contrato de compraventa el vendedor tuviera o 
debiera haber tenido conocimiento de que las mercaderías habían sufrido pérdida o 
deterioro y no lo hubiera revelado al comprador, el riesgo de la pérdida o deterioro 




Ahora bien, dentro del capítulo dedicado a la identificación de la transmisión del riesgo 
derivado del contrato de compraventa internacional, se encuentran excepciones a lo anteriormente 
reglado, en este panorama el texto compone las siguientes salvedades:   
En los casos no comprendidos en los artículos 67 y 68, el riesgo se transmitirá al 
comprador cuando éste se haga cargo de las mercaderías o, si no lo hace a su debido 
tiempo, desde el momento en que las mercaderías se pongan a su disposición e 
incurra en incumplimiento del contrato al rehusar su recepción. 2. No obstante, si 
el comprador estuviere obligado a hacerse cargo de las mercaderías en un lugar 
distinto de un establecimiento del vendedor, el riesgo se transmitirá cuando deba 
efectuarse la entrega y el comprador tenga conocimiento de que las mercaderías 
están a su disposición en ese lugar. 3. Si el contrato versa sobre mercaderías aún 
sin identificar, no se considerará que las mercaderías se han puesto a disposición 
del comprador hasta que estén claramente identificadas a los efectos del contrato 
(Ley 518 de 1999, art. 69). 
Por último, la convención propone un pequeño articulado al final del apartado sobre la 
transmisión del riesgo, el cual habla sobre el incumplimiento del contrato y su “afectación” 
respecto a la transmisión del riesgo cuando este factico se presente, bajo lo anteriormente descrito, 
resalta el texto que “si el vendedor ha incurrido en incumplimiento esencial del contrato, las 
disposiciones de los artículos 67, 68 y 69 no afectarán a los derechos y acciones de que disponga 
el comprador como consecuencia del incumplimiento” (Ley 518 de 1999, art. 70). 
Entre tanto, como se señaló en líneas anteriores, analizar las normas aplicadas en el derecho 
privado nacional respecto de la transmisión del riesgo, resulta útil para observar diferencias, 
coincidencias y demás características, ya que la transmisión del riesgo toma una importancia   
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necesaria para analizar cuál de las partes contratantes deberá soportar las consecuencias del 
deterioro o destrucción fortuita de la cosa. 
En este sentido, el Código de Comercio dispone que sea el vendedor, deudor de la cosa 
debida, quien asuma el riesgo de la perdida fortuita hasta su entrega así: “Artículo 929. En la venta 
de un “cuerpo cierto”, el riesgo de la pérdida por fuerza mayor o caso fortuito ocurrido antes de su 
entrega, corresponderá al vendedor, salvo que el comprador se constituya en mora de recibirlo y 
que la fuerza mayor o el caso fortuito no lo hubiera destruido sin la mora del comprador. En este 
último caso, deberá el comprador el precio íntegro de la cosa” (Decreto 410 de 1971, art. 929). 
Esta se fundamenta como la regla general acerca de las obligaciones de cada una de las 
partes, siendo esto entendido como que al ser el vendedor quien asume el riesgo , la cosa perece 
para él lo que lo exime de la entrega material del bien objeto del contrato, y por otro lado, el 
comprador , al no estar recibiendo la mercancía, queda exento de pagar el precio, quedando 
resuelto el contrato , el código lo dispone así en el artículo 930 dice: “Si la falta de entrega 
procediere de la pérdida fortuita de las mercaderías vendidas, por causa no imputable al vendedor, 
el contrato quedará resuelto de derecho y el vendedor libre de toda responsabilidad” (Decreto 410 
de 1971, art. 930). 
En conclusión, inicialmente se puede observar que para el derecho privado una 
aproximación a una regla general, respecto a la transmisión del riesgo es que la pérdida o 
deterioro del bien o mercancía antes de su entrega, sea por accidente o imprevisto, dará 
como consecuencia para el vendedor que el comprador pueda rescindir del contrato. 
En atención y siguiendo ordenadamente con el análisis de la normatividad, es 
imprescindible analizar la convención de Viena de 1980, puesto que es la carta guía del 
tema de compraventa internacional de mercaderías, esta carta es un instrumento creado 
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para armonizar la uniformidad de los contratos celebrados a la luz del comercio 
internacional, teniendo como base la buena fe y las relaciones amistosas entre Estados, 
aunado a esto, este texto pretende solucionar los conflictos presentes por las diferentes 
normas aplicables de derecho privado, tal como se relaciona en su capítulo II:  
 
(i) En la interpretación de la presente Convención se tendrán en cuenta su carácter 
internacional y la necesidad de promover la uniformidad en su aplicación y de 
asegurar la observancia de la buena fe en el comercio internacional. (ii) Las 
cuestiones relativas a las materias que se rigen por la presente Convención que no 
estén expresamente resueltas en ella se dirimirán de conformidad con los principios 
generales en los que se basa la presente Convención o, a falta de tales principios, 
de conformidad con la ley aplicable en virtud de las normas de derecho 
internacional privado (Naciones Unidas, 2011, art. 7).  
 
Ahora, este texto recoge la información para solucionar controversias cuando las 
declaraciones o intenciones de los diferentes contratantes estuvieran en disputa, en este sentido, el 
cuerpo de este texto es indispensable para contestar los problemas contractuales ocasionados en 
ocasión de la pérdida o daño de las mercaderías, bajo este eje, señala:  
 
A los efectos de la presente Convención, las declaraciones y otros actos de una 
parte deberán interpretarse conforme a su intención cuando la otra parte haya 
conocido o no haya podido ignorar cuál era esa intención…Si el párrafo precedente 
no fuere aplicable, las declaraciones y otros actos de una parte deberán interpretarse 
conforme al sentido que les habría dado en igual situación una persona razonable 
de la misma condición que la otra parte…deberán tenerse debidamente en cuenta 
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todas las circunstancias pertinentes del caso, en particular las negociaciones 
(Naciones Unidas, 2011, art. 8). 
 
En este panorama, es determinante analizar específicamente los apartados que tengan una 
relevancia específica e individual con la transmisión del riesgo derivada de la pérdida o daño de 
las mercaderías. En primer lugar, se topa el artículo 30, concerniente a las obligaciones del 
vendedor, el cual estipula que dicha parte deberá entregar las mercaderías, trasmitir su propiedad 
y entregar cualquier texto relacionado a las condiciones del contrato y de la convención, en este 
mismo sentido, señala la convención que “el vendedor será responsable, conforme al contrato y a 
la presente Convención, de toda falta de conformidad que exista en el momento de la transmisión 
del riesgo al comprador, aun cuando esa falta sólo sea manifiesta después de ese momento” 
(Naciones Unidas, 2011, art. 36). 
Así las cosas, la convención traen a colación los respectivos ítems relacionados con la 
transmisión del riesgo derivado de la pérdida o daño en las mercaderías desde el artículo 66, 
dedicando un capítulo especial a la figura de la transmisión del riesgo, de esta forma, menciona 
que “la pérdida o el deterioro de las mercaderías sobrevenidos después de la transmisión del riesgo 
al comprador no liberarán a éste de su obligación de pagar el precio, a menos que se deban a un 
acto u omisión del vendedor” (Naciones Unidas, 2011, art. 66). 
En este sentido y analizando inicialmente la convención, es importante tener claro que el 
texto Vienés, afirma que transmitido el riesgo el comprador será quien asuma las consecuencias 
de   la pérdida o del deterioro de la mercancía, dando una excepción cuando se trate de un acto de 
omisión por parte del vendedor, ahora, dentro de este artículo se puede encontrar el primer 
subproblema que atiende el tema de la transmisión del riesgo en cuanto a las controversias nacidas 
de esta figura.  
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Consecuentemente, es necesario avanzar con los diferentes artículos, con el fin de 
evidenciar y formular sub problemas que conjuntamente se unan al problema nacido en la 
introducción de la monografía.  
 
Cuando el contrato de compraventa implique el transporte de las mercaderías y el 
vendedor no esté obligado a entregarlas en un lugar determinado, el riesgo se 
transmitirá al comprador en el momento en que las mercaderías se pongan en poder 
del primer porteador para que las traslade al comprador conforme al contrato de 
compraventa. Cuando el vendedor esté obligado a poner las mercaderías en poder 
de un porteador en un lugar determinado, el riesgo no se transmitirá al comprador 
hasta que las mercaderías se pongan en poder del porteador en ese lugar. El hecho 
de que el vendedor esté autorizado a retener los documentos representativos de las 
mercaderías no afectará a la transmisión del riesgo. 2) Sin embargo, el riesgo no se 
transmitirá al comprador hasta que las mercaderías estén claramente identificadas 
a los efectos del contrato mediante señales en ellas, mediante los documentos de 
expedición, mediante comunicación enviada al comprador o de otro modo 
(Naciones Unidas, 2011, art. 67). 
 
En cuanto a lo anteriormente señalado por el texto Vienés, analizar el hecho de que el 
vendedor esté autorizado a retener los documentos representativos de las mercaderías no afectará 
a la transmisión del riesgo, sin embargo, el riesgo no se transmitirá al comprador hasta que las 
mercaderías estén claramente identificadas a los efectos del contrato mediante señales en ellas. 
Luego entonces, la interpretación del contenido de las mercaderías puede afectar la transmisión 
del riesgo generando este un problema o conflicto derivado del desconocimiento de la mercancía, 
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evento que puede llegar a presentarse por vicios de error, de esta forma, es correcto crear un 
subproblema de este eje.   Ahora bien, en cuanto al riesgo de las mercancías vendidas en tránsito, 
señala el texto:  
 
El riesgo respecto de las mercaderías vendidas en tránsito se transmitirá al 
comprador desde el momento de la celebración del contrato. No obstante, si así 
resultare de las circunstancias, el riesgo será asumido por el comprador desde el 
momento en que las mercaderías se hayan puesto en poder del porteador que haya 
expedido los documentos acreditativos del transporte. Sin embargo, si en el 
momento de la celebración del contrato de compraventa el vendedor tuviera o 
debiera haber tenido conocimiento de que las mercaderías habían sufrido pérdida o 
deterioro y no lo hubiera revelado al comprador, el riesgo de la pérdida o deterioro 
será de cuenta del vendedor (Naciones Unidas, 2011, art. 68). 
 
En cuanto al desconocimiento del estado de las mercancías, la convención en el párrafo 
anterior, hace la observación sobre la transmisión del riesgo y quién debe soportar la carga, en este 
sentido, dicho planteamiento está subordinado al principio de la buena fe y las buenas relaciones 
entre comerciantes.  Seguidamente el artículo 69 de la Convención propone un factico en el evento 
que ninguna de los casos anteriormente analizados ocurra, afirmando que:  
 
 
En los casos no comprendidos en los artículos 67 y 68, el riesgo se transmitirá al 
comprador cuando éste se haga cargo de las mercaderías o, si no lo hace a su debido 
tiempo, desde el momento en que las mercaderías se pongan a su disposición e 
incurra en incumplimiento del contrato al rehusar su recepción. 2) No obstante, si 
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el comprador estuviere obligado a hacerse cargo de las mercaderías en un lugar 
distinto de un establecimiento del vendedor, el riesgo se transmitirá cuando deba 
efectuarse la entrega y el comprador tenga conocimiento de que las mercaderías 
están a su disposición en ese lugar. 3) Si el contrato versa sobre mercaderías aún 
sin identificar, no se considerará que las mercaderías se han puesto a disposición 
del comprador hasta que estén claramente identificadas a los efectos del contrato 
(Naciones Unidas, 2011, art. 69). 
 
Paso seguido se dispone, “si el vendedor ha incurrido en incumplimiento esencial del 
contrato, las disposiciones de los artículos 67, 68 y 69 no afectarán a los derechos y acciones de 
que disponga el comprador como consecuencia del incumplimiento” (Naciones Unidas, 2011, art. 
70). 
Como conclusión sobre la carta o instrumento anteriormente estudiado, es necesario afirmar 
que el texto Vienes en el primer punto de referencia en cuanto a los problemas que surjan del 
contrato de compraventa internacional de mercaderías y específicamente de la trasmisión del 
riesgo derivado de la pérdida o daño de las mercancías, de esta forma, es justo adoptar el postulado 
de la secretaría de la CNUDMI (2006), ya que señala:   
 
La Convención de las Naciones Unidas sobre los Contratos de Compraventa 
Internacional de Mercaderías proporciona un texto uniforme del derecho sobre la 
compraventa internacional de mercancías. La Convención fue preparada por la 
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 






Habiendo delimitado la Ley, y la Convención, es prudente traer a colación la sentencia C-
529 del 2000, por cuanto esta sentencia es el génesis que contextualiza las relaciones amistosas y 
de buena fe entre los comerciantes del territorio Nacional que celebren contrato de compraventa 
con extranjeros que tengan su establecimiento de comercio en un país extranjero, exponiendo las 
normas aplicables del derecho privado y encajándolas con la compraventa de mercaderías llevada 
a cabo en el contexto internacional. Es fundamental puesto que esta sentencia declara exequible la 
Convención de Viena, ratificada mediante la ley 518 de 1999, Galán (2003) advierte que: 
De acuerdo con lo ordenado por el numeral 10º del art. 241 de la Constitución 
Política de Colombia, y según lo prevé la misma ley 518 al final de su texto, el 
Gobierno Nacional remitió la ley aprobatoria a la Corte Constitucional para que la 
revisara y decidiera definitivamente sobre su exequibilidad. La Corte 
Constitucional se pronunció, respecto de la constitucionalidad de la Convención y 
de la Ley 518 de 1999, por medio de la sentencia C-529/2000, de fecha 10 de mayo 
de 2006, declarándolas ambas exequibles (p. 23). 
 
Ahora, en este texto se hacen varias intervenciones de entidades expertas en el tema de 
comercio, una de ellas es el Ministerio de Desarrollo Económico, el cual señala que dicha 
convención es un refuerzo indispensable para el desarrollo del país, avanzando en temas de 
derecho privado internacional, específicamente hablando de la figura de los contratos de 
compraventa internacional, amalgamando los textos nacionales y los instrumentos de carácter 
internacional.   
Continuando con el estudio de la jurisprudencia, es necesario abordar algunos de los casos 
en donde la transmisión del riesgo ha sido la protagonista en los conflictos entre comerciantes 
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internacionales. Los siguientes fallos han sido tomados de Álzate (2013) y son necesarios para 
entender las controversias creadas y su posterior solución en las respectivas instancias 
internacionales: 
 
● Fallo uno: Una compañía yugoslava vendió y entregó caviar a una sociedad húngara. De 
acuerdo con el contrato, el comprador tenía que recoger el producto en la dirección del 
vendedor y llevar las mercancías a sus instalaciones en Hungría. El pago fue pactado para 
dos semanas después de la entrega de las mercancías, en dicho término ha tenido lugar el 
embargo de la ONU contra Yugoslavia entrando en vigor, dicho embargo, en Hungría. El 
demandante le asignó el reclamo por el precio de las mercancías a una empresa con sede 
en Chipre. El demandado reconoció la obligación, pero no podía pagar sobre la base de que 
el embargo de la ONU era un caso de fuerza mayor. El tribunal arbitral consideró que los 
daños causados por fuerza mayor tienen que ser sufragados por la parte a la que el riesgo 
había pasado, es decir, la parte demandada. En este sentido, el tribunal arbitral consideró 
necesario señalar que el riesgo de la carga tuvo que ser asumido por la parte demandada 
(comprador), salvo que el contrato entre las partes o el derecho aplicable dispusiera lo 
contrario (artículo 67 de la Convención). En consecuencia, el tribunal sostuvo que el 
demandado estaba obligado a pagar con interés el precio de los bienes entregados (Álzate, 
2013).  
 
● Fallo dos: Un vendedor alemán y un comprador argentino perfeccionaron un contrato para 
la venta de hongos secos que se envían al comprador, con una cláusula de “C & F delivery”. 
Los bienes enviados desde Hong Kong a Buenos Aires se deterioraron durante el envío. El 
comprador inició una acción contra el vendedor alegando daños y perjuicios por falta de 
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conformidad, debido a los defectos de los productos que causaron el deterioro durante el 
transporte. Al igual que en la decisión de primera instancia, el Tribunal de Apelación 
sostuvo que de acuerdo con el art. 67 de la Convención, el riesgo de deterioro de los bienes 
se transmitirá al comprador desde el momento en que el vendedor entrega la mercancía al 
primer transportista. La Corte también sostuvo que la cláusula C & F obligaba al vendedor 
a entregar la mercancía para su envío y pagar el flete, pero no a cambiar la hora de la 
transmisión del riesgo, que seguía siendo el momento de la carga a bordo del barco. Por 
otra parte, esto fue confirmado por el hecho de que el comprador había contratado una 
póliza de seguro de riesgos de transporte. La Corte decidió finalmente que, de acuerdo con 
el art. 66 de la Convención, el comprador no fue liberado de su obligación de pagar el 
precio, por cuanto el deterioro de los bienes se produjo después de la transmisión del riesgo 
y el comprador no había demostrado que el deterioro se debió a un acto u omisión por parte 
del vendedor (Álzate, 2013). 
 
● Fallo tres: En 1992, un comprador de California y un vendedor chino se pusieron de 
acuerdo en la venta de 10.000 kg de Jazmín, con “CIF Nueva York”. Tras la firma del 
contrato, el comprador advirtió al vendedor por fax que los productos estaban sujetos a un 
deterioro a altas temperaturas. El comprador pidió expresamente al vendedor, en 
consecuencia, que se asegurarse de que la mercadería se almacenara en un lugar 
relativamente fresco durante el transporte. El comprador también pidió que la mercadería 
fuera, en la medida de lo posible, transportada en una línea directa. El vendedor no planteó 
ninguna objeción, pero respondió que la temperatura en el puerto era adecuada y no podría 
poner en peligro los bienes. Después de pasar por Hong Kong, y desembarcar en Nueva 
York, una gran parte de la mercancía se había derretido y filtrado debido al calor excesivo 
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durante el viaje. Unos días más tarde, la mercadería fue enviada a los usuarios finales 
quienes se negaron a aceptarla. El comprador avisó al vendedor el mismo día. El comprador 
convocó tribunal exigiendo el pago de 60.000 dólares americanos más perjuicios. El 
Tribunal sostuvo que el vendedor era responsable de los daños a los bienes de acuerdo con 
el art. 66 de la Convención, a pesar de la cláusula CIF, lo que significa que el riesgo se 
transmitiría al comprador con las mercancías que cruzan la borda del buque, en este caso, 
las partes habían llegado a un acuerdo contractual especial e independiente en relación con 
el problema de la temperatura durante el transporte. En la medida en que el vendedor no le 
había dado las directivas necesarias al transportista y había enviado la mercadería a través 
de Hong Kong en lugar de asignar un barco directo, no había cumplido con sus obligaciones 
contractuales determinadas por separado. El daño, por lo tanto, fue causado por un acto u 
omisión del vendedor, tal como exige el art. 66 de la Convención (Álzate, 2013). 
● Fallo 4: presenta el litigio entre 2 compañías, Neuromed Medical Sistems & Support de 
origen alemán que se denomina el vendedor y St. Paul Guardian Insurance Co. & Travelers 
Insurance Co. de origen estadounidense que se denomina el comprador. 
 
● La controversia entre las 2 compañías se presenta porque el comprador realizo un contrato 
de compraventa en el cual adquiría un sistema móvil por resonancia magnética y en dentro 
del cual se pactaron las condiciones de entrega bajo las condiciones del incoterm CIF en el 
cual el riesgo por parte del vendedor se asume por el mismo hasta el momento de entrega 
de la mercancía en el puerto marítimo a manos de quien tendrá la responsabilidad de 
transportarlo y quien en este caso es el porteador, cuando se hace la entrega en el puerto 
antes de su embarcación se deja una nota en manuscrito en la cual decía que era sujeto a 
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verificación ,de funcionamiento en óptimas condiciones del producto cuando llegare a 
manos del comprador. 
 
● Cuando la mercancía objeto del litigio llegare a manos del comprador en Estados Unidos 
estos se dan cuenta que el equipo adquirido presenta graves fallas en su funcionamiento y 
argumentaban que dichos daños al equipo fueron ocasionados cuando estaban siendo 
transportados antes de llegar a su destino final. 
● Presentaron la demanda en Nueva york, en un tribunal para el distrito sur de dicha ciudad 
y en la cual la pretensión del demandante era el resarcimiento de los daños por el valor 
total del costo del equipo adquirido ,bajo los siguientes fundamentos querían darle vital 
importancia al manuscrito que fue firmado antes de poner e producto en manos del 
porteador , pretendían que el Incoterm CIF pactado no tuviese validez en el contrato y 
también en el cuerpo de la demanda decían que el riesgo lo debía asumir el vendedor puesto 
que el título del dominio del bien todavía estaba en cabeza del vendedor.  
 
● Al llegar la demanda al tribunal se dijo que ley aplicable al contrato en mención eran las 
disposiciones de la cisg ya que el origen de los contratantes era de países que hacían parte 
de dicha convención. 
 
● Se desestimó la pretensión del comprador ya que no pudo demostrar que el riesgo por 
pérdida o deterioro lo debía asumir el vendedor puesto que entre las partes habían pactado 
unas condiciones y entre esas era el Incoterm CIF y este por ser una costumbre mercantil 
entre comerciantes no se podía desestimar ya que por esta razón tenía fuerza de ley y por 




● El demandante para argumentar su demanda ponía el hecho de que ellos por no tener 
todavía el título de dominio del bien no tendrían por qué asumir el riesgo, a lo que el 
tribunal les respondió que dentro del mismo contrato la aplicabilidad de la cisg era distinta 
ya que la transmisión del riesgo se regía por el Incoterms CIF y la titularidad del dominio 
tenía que ver con otra cosa distinta que era el pago de la totalidad de lo pactado en el 
contrato. 
● También el tribunal se pronunció en cuanto al manuscrito ya que asi este existiera no era 
garantía de que el equipo estuviera libre de defectos y por lo cual no se podía interpretar 
como si se hubiera recibido la mercancía a satisfacción.  
 
● Fallo 5: Jabshed Trading Est (Jordania) contra Ibérica de Congelados S.A. (España). 
 
● La demanda se instauró por el incumplimiento del contrato de compraventa internacional 
estipulado bajo el Incoterm CIF el 26 de septiembre de 1999. El objeto era la entrega de 
mercancías, específicamente pescado congelado en Jordania, devolviéndose esta 
mercancía porque las autoridades jordanas no la consideraron apta para su consumo. La 
demandada vendió la mercancía en Estonia y de volvió el precio a la accionante, pero la 
cuestión que aquí se discute es el costo el flete, pues este fue deducido del valor a reintegrar.  
 
● Si bien es cierto en esta modalidad de compraventa internacional de mercancías es el 
comprador quien corre con los riesgos del transporte y de la descarga pues el vendedor 
hace su entrega situando en el buque la mercancía, es también cierto que es deber del 
vendedor -y no lo exime de responsabilidad- entregar las mercancías de conformidad con 
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el contrato según las previsiones contenidas en los artículos 30 y 35 de la Convención de 
Viena.  
Así mismo, la demandante informó a la demandada la inconformidad de la mercancía en 
el momento en que las autoridades jordanas descubrieron 6 parásitos en 4 kg de merluza.  
● Fallo 6: Conservas La Costeña S.A. contra Lanín S.A. y/o Agroindustrial. 29 de abril de 
1996. México. Comisión para la Protección del Comercio Exterior (COMPROMEX). 
El objeto del contrato fueron: 100.000 cajas de duraznos en mitades y 20.000 cajas de 
cocktail de frutas por un valor de 1.177.500,oo dólares estadounidenses, el demandante 
reclama el pago de 612.236,oo pesos por concepto del precio pagado a Lanín y los gastos 
de importación FOB, a su vez que aduce el mal estado de las cajas recibidas ya que aunque 
la compraventa se realizó con una empresa domiciliada en Argentina, esta subcontrató a la 
empresa Agroindustrial Santa Adela S.A. con domicilio en Chile para que de aquí y bajo 
la guarda de esta última empresa, se hiciera el transporte de las cajas y además de esto , 
una gran cantidad de duraznos se perdió debido a la oxidación de los empaques. 
La respuesta que dio el representante de Lanin, fue que No se encuentra legitimada 
pasivamente porque quien realizó la operación internacional fue la empresa Agroindustrial 
Santa Adela S.A.  
Afirman que la demandante ya tenía conocimiento de que Agroindustrial podría cubrir la 
provisión solicitada y lo aceptó.  
Dentro de las consideraciones de Compromex estuvieron que Lanín o la empresa 
subcontratada, debieron entregar la mercancía en la forma adecuada conforme a los 
artículos 35 y 36 de la convención de Viena, además de esto, el transporte se hizo vía 
marítima, razón por la cual y según estudios realizados, la cubierta de las cajas no servía 
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como empaque sino como simple envoltura y debían ser más fuertes para soportar el trajín 
marítimo y que si bien es cierto que FOB es (libre a bordo), cualquier puerto chileno no 
libera de responsabilidad, sino solo en el evento en que el vendedor hubiera cumplido con 
su obligación, pues de no ser así, puede que el riesgo haya sido ocasionado como 
consecuencia de ese incumplimiento, tal como lo es en este caso específico. 
Por ende, la Comisión condena Lanín como responsable porque su obligación era revisar 
el envase, razón por la cual, debe pagar la cantidad de 612.236, oo pesos. Mexicanos e 
igualmente debe entregar el total de las facturas.  
 
● Fallo 7: España. 15 febrero 2003, CERAMICAS JOVI vs HANJIN SHIPPING CO.LTD. 
 
El 17 de agosto del 2000 , CERAMICAS JOVI convino con JIANGSU ARTS (china) la 
compra de 82.800 cajas de velas por valor de 27.270 dólares , para el transporte de dicha 
mercancía  la entidad china vendedora contrato con HANJING SHIPPING CO LTDA, la 
cual debía llevar la misma desde Shangai hasta Valencia, se formalizo el contrato de 
trasporte el día 30 de agosto mediante el conocimiento de embarque, la mercancía fue 
trasportada en el buque Choyang Succes , para transporte oceánico, la mercancía fue 
estibada en la bodega número 6 , bodega en la que también había estibada mercancía 
peligrosa no declarada. El día 19 de septiembre, ocurren dos explosiones en la bodega, sin 
razón aparente  explosiones que generaron un escape de sustancias químicas y un humo 
denso que elevo la temperatura interior a unos 100 grados Celsius, lo que produjo que se 
dañara toda la mercancía, se calculó la cuantía por 857.940 pesetas pero se desestimó por 
que se duda de la legitimación por activa de la parte actora , proceden a apelar y el juez 
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condena a la entidad demandada a que abone las cantidades que sustenta y prueba la parte 
demandante, así como a las costas de la primera instancia. 
 
● Fallo 8: CASO CLOUT 422.  
Austria. Oberster Gerichtshof [Corte Suprema] (29 de junio de 1999) Alemania vs Austria 
En el curso de una relación comercial continua, un vendedor alemán, el demandante, 
entregó paneles de pared que habían sido preparados perforando y dando forma a un sitio 
de construcción para el comprador austriaco. En octubre de 1992, se entregaron paneles no 
preparados. Se acordó que estos paneles deberían devolverse, por lo tanto, el demandado 
contrató a un transportista para el envío de devolución. El día después de que el demandante 
acusó recibo sin reserva se encontró que los paneles estaban severamente dañados. El 
demandante solicitó una indemnización. 
El Tribunal Supremo declaró que, en virtud de la CISG, la entrega de productos diferentes 
de los ordenados debe considerarse como entrega de productos no conformes, 
independientemente del alcance de la no conformidad. El Tribunal señaló que no existe 
ningún requisito en cuanto a la forma de rescisión del contrato y, por lo tanto, de 
conformidad con el artículo 29 de la CIM, las partes acordaron la rescisión del contrato. El 
Tribunal declaró que, de conformidad con el artículo 7 (2) de la CIM, a falta de una 
disposición contractual sobre el efecto de la rescisión del contrato, la brecha se cubrirá 
mediante la aplicación del artículo 81 de la CIM y otros. A partir del momento de la 
evitación, las partes quedan liberadas de sus obligaciones mutuas. Sin embargo, están 




El Tribunal señaló que no hay ninguna disposición en la CISG con respecto al lugar donde 
deben devolverse las mercancías, y la disposición en el contrato con respecto al lugar de 
entrega también debe aplicarse a la devolución. La obligación del demandado era solo 
cuidar la devolución de los bienes. En virtud del artículo 82 de la CIM, el riesgo de 
deterioro de los bienes también recae en el vendedor, a menos que sea causado por un acto 
u omisión del comprador. El Tribunal declaró que la razón para asignar el riesgo de pérdida 
al vendedor como resultado de la devolución de bienes defectuosos en virtud del artículo 
82 de la CIM es justificada porque el riesgo de tal pérdida surgió debido a la afirmada falta 
del vendedor de entregar bienes conformes. 
Sin duda alguna para un estudio detallado de la transmisión del riesgo, es necesario saber 
para la convención cuál es la importancia del cumplimiento de las obligaciones y en qué momento, 
si las partes no cumplen con sus deberes, es posible hablarse de un incumplimiento esencial. Al 
respecto, Cadena y Cubillos (2013), han estipulado en su libro La Compraventa Internacional de 
Mercaderías, un estudio detallado sobre los eventos -deducibles de la convención- que implican 
un incumplimiento esencial.  
Incumplimiento y modificación 
Según Cadena y Cubillos, para la CISG el cumplimiento de las obligaciones sanea y lleva 
a feliz término los contratos celebrados entre personas de distintos países, esto es visible en su 
artículo 25 pues este permite que la parte agraviada finalice el contrato de forma unilateral, siempre 
y cuando no haya sido previsto por la otra parte en la medida en que una persona razonable en la 
misma situación lo hubiese previsto. El incumplimiento que no materializó la parte agraviante, 
debe ser esencial (fundamental breach). Para la convención hablar de elementos esenciales implica 
que sin estos elementos el contrato no sería válido.  
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Las disposiciones contenidas en la convención están en concordancia con el artículo 7.3.1 de 
los Principios de Unidroit: 
- Incumplimiento esencial: si se genera este incumplimiento, se puede resolver el contrato. 
Este se materializa cuando:  
1. El incumplimiento priva sustancialmente a la parte perjudicada de lo que tenía derecho 
a esperar en virtud del contrato siempre y cuando la otra parte no pudiera preverlo.  
2. La prestación era esencial según el contrato.  
3. El incumplimiento fue esencial o temerario.  
4. El incumplimiento da a la parte perjudicada razones para desconfiar del cumplimiento 
futuro.  
Dicho esto, y en consideración a la actividad histórica de creación de la convención, el 
artículo 25 de tiene consonancia no solo con los Principios de Unidroit sino también mantiene las 
disposiciones del artículo 23 del Proyecto de Convención de 1978 y el artículo 10 de la Ley 
Uniforme sobre la Venta Internacional de Mercaderías (LUVI).  
Incumplimiento esencial.  
En la CISG, el artículo 25 se divide en dos partes:  
a. La primera se presenta cuando una parte causa tal perjuicio que priva sustancialmente del 
derecho a la otra parte que esperaba recibir con el cumplimiento del contrato.  
b. La segunda es Dual pues por un lado se encuentra la no previsibilidad de la parte que 
incumple, por otro el hecho de que esta situación no hubiera sido prevista por una persona 
razonable en la misma situación.  
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En virtud del incumplimiento, la convención en materia de interpretación ha creado lo que se 
denomina “Condition”: se identifica con aquel pacto que produce consecuencias para el acreedor. 
Cabe la resolución porque hay un incumplimiento sustancial (substantial failure in performance) 
y si los efectos del incumplimiento no son graves, se niega la condition, es decir, la posibilidad de 
resolver el contrato. Dicho incumplimiento para que pueda resolverse el contrato, debe ser 
demostrado.  
- Ejemplo: un tribunal suizo no reconoció el derecho a resolver un contrato a un comprador 
suizo que pretendía comprar unos cuchillos con un vendedor alemán pactando una cláusula 
de exclusividad.  
Se cumplieron las obligaciones de entrega de la mercancía, de calidad de esta pero el 
comprador no la recibió y decidió resolver el contrato por cuanto no se cumplió la cláusula 
de exclusividad. El tribunal suizo no reconoció el derecho a resolverlo pues el comprador 
no demostró el incumplimiento esencial.  
Es así que, la CISG en materia de interpretación del incumplimiento esencial por fallos 
internacionales, ha determinado los aspectos subsiguientes:  
 Aspectos de interpretación del incumplimiento esencial según fallos de tribunales 
internacionales  
1. Por faltas relativas a la entrega.  
Cuando no se cumple con aspectos accesorios o la totalidad del contrato, por ejemplo, en el 
caso en que una compañía vendedora alemana entregó solo una parte de las mercancías a un 
empresario egipcio, haciendo que este último resolviera el contrato. El tribunal determinó el no 
pago de la parte que fue insatisfecha y el reembolso de lo pagado en exceso.  
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En contraposición, el Tribunal alemán en uno de sus fallos, no configura la posibilidad de 
resolución del contrato pues fue generado un gran perjuicio al comprador pues un vendedor de 
zapatos italiano vendió una mercancía a un comprador alemán, pero hizo la entrega parcial en 
tiempo, razón por la cual este último decidió resolver el contrato.  
La demora en la entrega y en el pago del precio, en sí, no constituyen incumplimiento esencial, 
este surge en el evento en que esa demora sea capaz de alterar las circunstancias del contrato, como 
por ejemplo el objeto, o, si en determinado caso, se pactó una fecha específica de entrega. Así 
sucede en el caso resuelto por el Tribunal alemán el día 22 de septiembre de 1998, pues esta demora 
perjudicó al comprador obligándolo a reemplazar la mercancía con compra hecha a otro vendedor 
diferente, razón por la cual el Tribunal condenó al vendedor inicial a pagar el precio de diferencia 
de la mercancía entre el momento de celebración del contrato y la compra de reemplazo.  
El incumplimiento esencial debe disminuir considerablemente las expectativas de los 
contratantes al momento de pactar la compraventa. Así lo determinó el Tribunal Provincial de 
Apelaciones alemán, pues un comprador de zapatos alemán le hizo una orden de pedido a un 
fabricante italiano detallándole las especificaciones del producto, pero al recibir el producto, este 
carecía de especificaciones por lo que anuló la relación comercial, por lo que el Tribunal le dio la 
razón.  
2. Por faltas relativas a la calidad de las mercancías.  
Dicha desmejora o no conformidad del producto contratado, no genera en todos los casos 
incumplimiento esencial, por esta razón debe determinarse los eventos en los que sí.  
Puede hablarse de un incumplimiento no esencial en cuanto a la calidad de las mercancías 
cuando estas estén destinadas para venta o vayan a transformarse para ser utilizada con la finalidad 
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contratada, pues en estos casos si algunas de las especificaciones no son acordes con las planteadas 
inicialmente, la pérdida que sufre la parte perjudicada no es suficiente, razón por la cual en estos 
casos la resolución del contrato no aplica.  
Así mismo, se configura una situación de incumplimiento esencial cuando las mercancías son 
entregadas con daños graves irreparables que afectan de manera sustancial su finalidad de uso, en 
contraposición, si el vendedor garantiza que las mercancías serán reparadas de tal forma que el 
objeto para el cual fueron obtenidas se cumpla, no se configura incumplimiento esencial.  
La no entrega, acorde a las especificaciones estipuladas previamente, constituye un 
incumplimiento esencial siempre y cuando no se haya hecho la manifestación de que esta va a ser 
subsanada posteriormente. Esto conlleva a que el comprador comunique al vendedor, en un lapso 
razonable, las especificaciones que no están acordes a las contempladas inicialmente, de tal manera 
que esa pueda remediarse en consonancia con el artículo 39 de la CISG.  
Acorde con los artículos 25 y 48 de la convención, si la parte que incumple entrega 
posteriormente una nueva mercancía, no se constituye incumplimiento esencial, pues el vendedor 
tiene la disposición para sustituir sin inconvenientes a la parte afectada las mercaderías.  
3. Por faltas relativas a las cláusulas accesorias.  
Puede configurarse en dos eventos (siempre y cuando hayan sido estipulados por las partes 
como necesarios):  
- Por falta de certificados de origen de las mercancías.  






4. Por faltas relativas a las notificaciones.  
El Tribunal alemán consideró que, cuando una de las partes comunica a la otra de manera 
expresa pero no justificada el no cumplimiento, este será considerado como esencial, pues agrava 
la situación del perjudicado en cuanto a lo que pretendía esperar del contrato, además que este 
debe ser comunicado en tiempo. Este es el caso en que, un vendedor italiano sin mediar 
justificación, deja de cumplir con las entregas pactadas con un comprador alemán, causándole 
graves perjuicios.  
5. Por concurrencia de incumplimientos.  
Este fue determinado por la Audiencia Provincial de Barcelona, pues a partir de su análisis 
concluye que, las conductas incumplidas son imputables a cada uno de los contratantes. Por regla 
general, la conducta incumplida solo es atribuible a una de las partes, pero en ciertas ocasiones las 
conductas son desplegadas tanto por comprador como por vendedor, es aquí el evento en el que 
debe analizarse la esencialidad que conlleva ese incumplimiento para otorgar la posibilidad de 
resolver el contrato.   
Extensión del plazo para cumplir (NACHFRIST) 
Este concepto (Nachfrist), da la posibilidad a las partes de establecer un plazo adicional 
para el cumplimiento de las obligaciones. Corresponde tanto a comprador y vendedor en virtud de 
los artículos 45 y 61 de la CISG, pues al primero solo en el evento en que no reciba las mercancías 
y al segundo solo en el evento en que no se le pague el precio del producto.  
El nachfrist solo puede concederse cuando el vendedor no entrega las mercancías o cuando 
el comprador no paga el precio o se niega a recibir las mercaderías, pues cuando el producto es 
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inconforme con las estipulaciones dadas por las partes en el contrato, por falta en la calidad o 
cantidad de las mercaderías o cuando la entrega de estas no estaba conforme con las estipulaciones 
contractuales, este mecanismo no opera.  
Para este plazo adicional, la determinación del tiempo es indispensable pues debe fijarse la 
fecha en la que se llevará a cabo ya sea la entrega o el pago del precio o una fecha aproximada. La 
razonabilidad de este plazo dependerá de cada caso en concreto. Se determinarán tanto los 
problemas relativos al transporte y entrega de las mercaderías como la fluctuación del precio en el 
mercado o la depreciación del valor de las mercaderías.  
 
Antecedentes del mercado internacional y la compraventa internacional  
 
Habiendo analizado la normatividad, la jurisprudencia Nacional e internacional, y con fin de 
llegar a contextualizar el problema de la investigación de una forma correcta, es necesario abordar 
diferentes estudios acerca del tema en cuestión, esta recopilación de referentes de investigación, 
tendrá como principal característica el reunir cronológicamente estudios previos a este, 
formalizando la investigación y dejando sentado el estado del arte, el cual será de vital importancia 
para el posterior desarrollo conceptual de la pregunta de investigación.  
En este orden de ideas el primer referente de investigación es el realizado por Perales (2001), 
es necesario abordarlo en este trabajo de investigación pues la autora destaca las reglas de la 
Convención que resulta en el derecho aplicable al contrato de compraventa, aunado a esto 
profundiza sobre los efectos del negocio jurídico, analizando los diferentes acuerdos para  
ordenamientos jurídicos con un doble régimen contractual para la compraventa  mercantil- que 
han adoptado la Convención de Viena, en este sentido, expone la autora que la ausencia de 
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uniformidad hace pensar  tener tres regímenes sobre compraventa. Aunado a lo anterior Perales 
estudia  la mercantilidad del contrato  cuando la Convención no regula determinada cuestión dentro 
del derecho nacional no uniforme, acudiendo a la costumbre, la convención e instrumentos de 
regulación de conflictos, en este orden de ideas, Oviedo (2002) en su libro la costumbre en la 
compraventa internacional de mercaderías, hace referencia a las fuentes del contrato de 
compraventa internacional de mercaderías conforme a su regulación en la Convención de Las 
Naciones Unidas de 1980, haciendo una precisión importante en los instrumentos de solución de 
conflictos destacando la  costumbre como fuente principal; en este texto el autor, realiza una serie 
de análisis  sobre las normas de la Convención y otras fuentes supletivas refiriéndose a las 
funciones normativa e interpretativa de la costumbre y de los usos. Es importante el estudio de este 
trabajo pues al igual que el texto de perales, el autor plantea la costumbre como el génesis para la 
solución de controversias, concluyendo que la costumbre internacional empieza a recobrar el valor 
que tuvo en el surgimiento del derecho mercantil. 
Ahora bien, se ha querido estudiar a Bermeo (2005), trabajo que tiene una importante 
relación con el tema de la transmisión del riesgo, analizando los instrumentos y principios  para el  
desenvolvimiento de vacíos o inconsistencias, entre esto se encuentran los principios  UNIDROIT  
el cual desempeña un papel fundamental en la creación de la Convención de Viena, adicionalmente 
expone que la razón más importante para el nacimiento de esta normatividad  fue la necesidad de  
uniformar las relaciones contractuales,  generando así una estabilidad. En cuanto al tema en 
cuestión es importante el trabajo de Bermeo para contextualizar el problema de investigación   pues 
analiza la indemnización de perjuicios, prescripción de los remedios jurídicos y transmisión del 
riesgo, este trabajo de grado busca analizar y estudiar la Convención las relaciones el Código Civil 
y el Código de Comercio para evitar contradicciones de interpretación. El trabajo de Bermeo al 
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igual que el texto de Perales son una piedra angular dentro del desarrollo de esta investigación 
muy relacionado con la tesis de Muriel (2012), en su trabajo titulado “El caso fortuito y la fuerza 
mayor como eximentes de responsabilidad –análisis y comparación del sistema jurídico 
colombiano y de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa Internacional de 
Mercaderías”. El trabajo de Beltrán emplea el método positivista, recurriendo a las disposiciones 
normativas de los diferentes ordenamientos jurídicos como el colombiano, chileno, francés y en 
un tratado internacional como lo es la Convención de Viena, procurando evidenciar las corrientes 
e influencias que tuvo el Código Civil de Colombia al regular el caso fortuito y la fuerza mayor y 
el contenido del artículo 79 de la Convención de Viena sobre la materia. 
Entre tanto Cadena en su artículo La Nueva Lex Mercatoria: la transnacionalización del 
derecho (Cadena, 2004) compone una de las características fundamentales para el desarrollo 
histórico de la investigación, además este escrito apoya la base teórica de la investigación, de aquí 
que el estudio de este componente resulte vital para el desarrollo de la investigación, así mismo es 
indispensable estudiar otro artículo del ilustre doctor Cadena quien en compañía del respetado 
doctor Cubillos, dieron vida literaria al escrito denominado “La transmisión del riesgo a la luz de 
la Convención de Naciones Unidas sobre compraventa Internacional de Mercaderías”  para el año 
2012, este artículo es vital para la composición del trabajo, pues como Cadena y Cubillos  (2012) 
señalan:    
La compraventa internacional es uno de los principales aspectos que dinamizan el 
Derecho Mercantil Internacional contemporáneo. El presente artículo pretende 
ilustrar acerca de la importancia que tiene la Convención sobre Compraventa 
Internacional de Mercaderías (CISG) dentro del régimen normativo internacional, 
bajo el contexto de la sociedad internacional. Para ello, se describen sus 
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características esenciales con referencia al ordenamiento jurídico colombiano y se 
evalúa el proceso de ratificación en los países de América Latina. El documento se 
enfoca en la transmisión del riesgo, en particular en los artículos 66 y 67 de la CISG, 
esto es, en la transmisión del riesgo derivado de la pérdida o deterioro de las 
mercaderías y la transmisión en las compraventas que implican transporte de 
mercaderías. Se estudia la normativa a la luz de la jurisprudencia internacional y la 
doctrina (p.21). 
 
Como se pudo anotar, este artículo de investigación es tal vez el mayor apoyo doctrinal que 
se tiene dentro de esta investigación pues el tema de la transmisión del riesgo derivado de la 
pérdida o daño de las mercancías en la compraventa internacional, es un tema complejo que debe 
ser estudiado minuciosamente, tema que debe ser complementado con la Lex Mercatoria, la cual 
contiene los diferentes instrumentos para la solución de conflictos en el panorama internacional.  
 Siguiendo este Hilo, se ha traído al tema de estudio el trabajo de Zamora & Infante (2013), 
en el cual realizan un pequeño análisis histórico y jurisprudencial sobre la Ley 518 del 04 de agosto 
de 1999 publicada en el Diario Oficial No. 43.656 del 05 de Agosto de 1999 la cual aprobó la 
Convención de las Naciones Unidas sobre los Contratos de Compraventa Internacional de 
Mercaderías, de igual forma, la Sentencia C-529 del 10 de mayo de 2000, en este sentido, señalan 
Zamora & Infante (2013) que:  
 
Se realizó el control de constitucionalidad de la Ley 518 de 1999; además de 
realizar un control formal de la convención, la Corte Constitucional analizó los 
principales aspectos sustanciales de relevancia constitucional incluidos en la 
convención Respecto de la Autonomía de la Voluntad Privada, la Corte sostuvo que 
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ésta no se veía afectada puesto que del texto de la convención se desprendía la 
posibilidad que la misma otorgaba a las partes para aplicarla o en su defecto 
excluirla total o parcialmente de los contratos en los que fueran parte (p17). 
El estudio de la convención de 1999, es importante para la solución al problema propuesto 
en la introducción de la monografía, ya que la transmisión del riesgo derivado de la pérdida o 
deterioro de las mercancías se especifica en capítulo aparte, de esta forma, se puede tener una 
concepción clara desde la legislación Nacional. 
Seguidamente, se han incorporado los  trabajos de Álzate (2013) el primero realizado para 
el año 2013 y titulado: “Los Incoterms, el contrato de seguro y la compraventa internacional de 
mercaderías: la transferencia del dominio y del riesgo en el contrato de compraventa internacional 
y los incoterms, y su relación con el interés asegurable y la cobertura en el contrato de seguro”, y 
el segundo para el año 2016 titulado: “Incoterms, contrato de seguro y compraventa internacional 
de mercaderías: propiedad, riesgo e interés asegurable” (Álzate, 2016) estos dos trabajos tienen 
una relación estrecha con el tema de la transmisión del riesgo, desarrollando el tema desde la 
perspectiva de la jurisprudencia internacional, en este sentido, son dos trabajos invaluables para el 
desarrollo del trabajo puesto que analizan los INCOTERMS, como instrumentos para la solución 
de conflicto bajo este escenario, ahora, señala álzate (2013) que: 
 
El contrato de compraventa de mercaderías, cuando se reviste de un carácter 
internacional, comporta consigo una serie de variables, no presentes de forma tan 
visible cuando ostenta un carácter meramente interno. Variables como el riesgo, la 
tradición, la entrega y el interés asegurable, se convierten, en el marco del contrato 
de compraventa internacional de mercaderías, en importantísimos puntos 





De igual forma, estos dos trabajos buscan analizar las diferentes fuentes normativas, 
jurisprudenciales y doctrinales para responder: ¿Cómo influye el régimen de la transmisión de la 
propiedad y del riesgo en el contrato de compraventa internacional de mercaderías y en los 
Incoterms, en cuanto al interés asegurable como elemento de la esencia del contrato de seguro que 
las ampara? 
Ahora bien, el segundo trabajo de Álzate (2016): 
 
Hace parte, como extensión, de una serie de artículos, tratando de desentramar la 
influencia, en el contexto nacional, del tratamiento de los INCOTERMS en la 
transmisión de la propiedad y del riesgo en el contrato de compraventa 
internacional de mercaderías y en el interés asegurable como elemento esencial del 
contrato de seguro que las ampara, se ha desarrollado, desde el punto de vista 
metodológico, analizar integralmente el riesgo asegurable y el interés asegurable 
como elementos esenciales del contrato de seguro y su relación con el contrato de 
compraventa internacional de mercancías y los INCOTERMS, en tanto 
mecanismos de transferencia de la propiedad y de los riesgos de la cosa vendida, se 
ha encontrado cómo la naturaleza jurídica de los INCOTERMS y su relación con 
la denominada lex mercatoria se hace vital a la hora de definir y transversalizar 
principios afines a todas las categorías definidas (p.12). 
 
Los trabajos de Álzate, al tener un estudio profundo sobre la transmisión del riesgo y sobre la 
Lex Mercatoria, pueden apoyar a conceptualizar la pregunta de investigación de una forma 
profunda, adecuando estos textos dentro de la teoría recogida en este trabajo, aunado a esto, el 
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estudio de la Lex Mercatoria como se ha podido observar en los anteriores referentes de 
investigación es una herramienta indispensable, ahora bien, abordando el tema de la lex mercatoria 
se debe mencionar el escrito del ilustre doctor Cadena como se señaló anteriormente. Este escrito 
se ha querido manejar en este momento pues se quiere respetar el orden cronológico de la 
investigación de los referentes que componen el estado del arte, así las cosas, el Impacto En 
Colombia de la Lex Mercatoria, de Cadena (2012): 
 
“Este ensayo propone analizar del fenómeno de la nueva Lex Mercatoria y evaluar 
su probable asimilación en el sistema normativo colombiano. Dejando a un lado los 
debates teóricos sobre la existencia o no de la nueva Lex Mercatoria, así como los 
debates centrados en su legitimidad o conveniencia, se parte de una lectura 
transdisciplinaria de las Ciencias Jurídicas, apoyado en otras ciencias como la 
Economía o las Relaciones Internacionales. Con este propósito se estudia la antigua 
Lex Mercatoria como antecedente medieval de la actual Lex. Después se analiza el 
marco estructural de la Nueva Lex a partir de su conceptualización, fuentes, 
características, actores y causas que la promueven a nivel internacional. Finalmente 
se aborda la asimilación en Colombia de la Convención de las Naciones Unidas 
sobre los Contratos de Compraventa Internacional de Mercaderías, los Principios 
de Unidroit, las Reglas y Usos Uniformes para Crédito Documentario y algunos 
íconos jurisprudenciales” (p.1). 
 
Por último, se ha trabajado el trabajo de Contreras, nominado “Teoría de los riesgos, 
diferencias en materia civil y en materia comercial”, este trabajo tiene una estructura dedicada al 
tema de la transmisión del riesgo, se quiso trabajar este texto pues como referente de investigación, 
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ayuda al entendimiento sobre las cargas en la transmisión del riesgo, se ha tomado un fragmento 
del mencionado trabajo con el fin de entender su propósito, de esta forma, Contreras (2015), 
señaló:  
En Colombia contamos con dos regímenes generales en materia de derecho 
privado; siendo el Código Civil y el Código de Comercio, en ambos se plantea el 
análisis del riesgo contractual, y para observar la solución que le dan estos estatutos 
debemos realizar un análisis de sus diferentes disposiciones. En materia civil 
concluimos que el respectivo código acoge el principio de la res perita debitara, 
salvo cuando se trata de dar o entregar una especie o cuerpo cierto donde se 
consagra la utilización del re perita coeditora. Por otro lado, en materia mercantil 
se aplica indistintamente del tipo de obligación el principio de la res perita debitara. 
Debido a la insuficiencia normativa para solucionar este tipo de situaciones, la 
doctrina propone el uso de la Teoría Mixta con la finalidad de dar solución de la 
extinción de las obligaciones reciprocas cuando se hace imposible el cumplimiento 
de las mismas a razón de la ocurrencia de un caso fortuito no imputable a ninguna 
de las partes (p.2). 
 
Mediante la observación de los diferentes referentes de investigación plasmados en este 
capítulo, se ha podido analizar (i) los vacíos en el marco de la compraventa internacional de 
mercaderías abundan, pues al no haber una uniformidad específica,  se pueden encontrar 
contradicciones y conflictos en este escenario (i) la transmisión del riego a pesar de estar dentro 
de un territorio minado de controversias, vacíos y conflictos por la particularidad de la inexistencia 
de uniformidad en el contexto de la compraventa internacional de mercaderías, tiene apoyos de 
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carácter normativo, instrumental y jurisprudencial (iii) el instrumento que más se acoplan a la 
solución de controversias, sin lugar a dudas es la Lex Mercatoria.  
Para concluir este capítulo, es necesario afirmar que el desarrollo normativo, legal y 
jurisprudencial en torno a la transmisión del riesgo ha evolucionado enormemente, detallando con 
precisión a qué instrumentos se debe acudir cuando se presenten conflictos derivados de vacíos 
dentro de la transmisión del riesgo en la pérdida o daño de las mercancías en el contexto de la 















CAPÍTULO II.  TEORÍA DEL RIESGO Y LA TRASMISIÓN DEL RIESGO 
 
Para la ejecución del presente capítulo, se expondrán los diferentes conceptos que involucran 
la teoría del riesgo y la trasmisión del riesgo, analizando desde una perspectiva Nacional y 
comparándola con el derecho internacional, de esta forma se llegará a conceptualizar la pregunta 
de investigación compuesta en la introducción de la investigación. 
Con el fin de desarrollar este acápite se tendrán en cuenta las teorías recopiladas en los 
referentes de investigación postulados en el estado del arte para complementar la información 
documental y teórica conceptual de la investigación, en este sentido, se abordará el concepto para 
el desarrollo amalgamado del contexto.  
Por último, se dará una conclusión que aborde el trabajo en el presente capítulo, contestando 
la pregunta de investigación parcialmente, de esta forma se podrá dar una aproximación más 
cercana a las conclusiones finales y de la misma forma se complementará la triangulación del 
trabajo.   
 
Autonomía de la voluntad 
 
Uno de los elementos importantes para analizar, no solo la teoría del riesgo, sino en todo el 
tema de la contratación internacional, es la autonomía de la voluntad, expresión que proviene del 
griego autos (por sí mismo) y nomos (norma ) , es decir, una norma dada o hecha para sí mismo y 
que hace referencia al principio general del Derecho que dicta que cada persona tiene la capacidad 
de autorregular sus propias acciones, esto, en el plano de la contratación se refiere a que las partes 
tienen la capacidad de decidir, tanto las obligaciones a las que se va a someter mediante el contrato 
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,como las demás características que consideren necesarias para el correcto funcionamiento del 
mismo. 
La corte constitucional, en su sentencia C-934/13, define la autonomía de la voluntad como  
“la facultad reconocida por el ordenamiento positivo a las personas para disponer de sus intereses 
con efecto vinculante y, por tanto, para crear derechos y obligaciones, con los límites generales 
del orden público y las buenas costumbres, para el intercambio de bienes y servicios o el desarrollo 
de actividades de cooperación” se refiere entonces al principio general del Derecho en el que cada 
persona puede normar sus propias acciones y a su vez , las acciones con otras personas, este se 
manifiesta en el escenario jurídico, el la libertad contractual 
 
Asimismo, dicta la misma sentencia que:  
 
Dentro de este cuadro, la autonomía permite a los particulares: i) celebrar contratos 
o no celebrarlos, en principio en virtud del solo consentimiento, y, por tanto, sin 
formalidades, pues éstas reducen el ejercicio de la voluntad; ii) determinar con 
amplia libertad el contenido de sus obligaciones y de los derechos correlativos, con 
el límite del orden público, entendido de manera general como la seguridad, la 
salubridad y la moralidad públicas, y de las buenas costumbres; iii) crear relaciones 
obligatorias entre sí, las cuales en principio no producen efectos jurídicos respecto 
de otras personas, que no son partes del contrato, por no haber prestado su 
consentimiento, lo cual corresponde al llamado efecto relativo de aquel. 
 
A su vez, el código civil colombiano estipula que: ARTÍCULO 1602. <LOS CONTRATOS 
SON LEY PARA LAS PARTES>. “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los 
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contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales” 
(Decreto 410 de 1971). 
En el escenario internacional entonces, este principio rige de igual forma, siendo importante 
recalcar que bajo ninguna circunstancia , esta autonomía de la voluntad , puede transgredir de 
ninguna forma las normas de los Estados a los cuales pertenecen las partes; como ha sido 
mencionado en el cuerpo de este trabajo, al carecer muchos estados de normatividad expresa acerca 
de la transmisión del riesgo, se recurre a este principio , sin embargo, está de alguna forma 
delimitado por diversos tratados internacionales así como por los Incoterms  y diversos usos 
comerciales reconocidos internacionalmente de tal forma que no se haga nada indebido que 
pudiese afectar el comercio internacional.  
Hay que recordar que todos los aspectos del contrato, deben estar acordes a Derecho, es decir. 
deben tener objeto y causa lícita , además de no estar viciado , por lo anterior , es perfectamente 
evidente que las partes, en ejercicio de la autonomía que tienen , pueden decidir todos los aspectos 
referentes al contrato y a sus características, como la jurisdicción a la cual se van a someter, el tipo 
de Incoterm que van a manejar y así mismo , es perfectamente normal y válido que las partes 
modifiquen o extiendan el Incoterm en base a sus necesidades, ya que como lo hemos mencionado 
anteriormente, los Incoterms son herramientas que tienen las partes para expresar sus necesidades, 
pero esto no significa que no puedan ser modificadas a conveniencia de las partes , como lo 
menciona Luis Terán (2013): 
 
Los Incoterms vienen a ser un instrumento práctico, que permite a las partes 
expresar de manera más adecuada y completa sus necesidades. Es perfectamente 
válida la estipulación relativa a la transmisión del riesgo del ejemplo, puesto que 
las partes en ejercicio de su autonomía pueden señalar y a la vez modificar de 
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acuerdo a sus necesidades los distintos elementos del contrato, y, por lo tanto, 
pueden ampliar o modificar un Incoterm (p. 77).  
 
Es necesario también hacer énfasis en que, así como existen diversidad de relaciones 
comerciales, diversidad de contratos así mismo existen diversas variables que hacen imposible que 
una normatividad sea capaz de unirlas a todas para poder ser reguladas, pero si es cierto que cuando 
las partes deciden regirse por la convención de Viena, se hace mucho más fácil dirimir las 
controversias que se puedan presentar frente a la transmisión del riesgo. 
En referencia a la transmisión del riesgo, la autonomía de la voluntad tiene una función clave, 
ya que siempre en el cuerpo del contrato estará estipulado de alguna forma, las necesidades y la 
voluntad de las partes. 
Acudiendo a un ejemplo encontrado en la jurisprudencia internacional, nos referimos a un 
caso Argentino , Aron Rabe e hijos S.A. y Acmanet S.A cuyo objeto era la pesificación de moneda 
extranjera , se determina la utilización del Incoterm CIF, el cual hace responsable al vendedor del 
costo y el flete , por ende, dependiendo del lugar en el que se realiza la entrega , se determina la 
normativa a la cual se somete el contrato y la deuda , en este caso, la entrega fue fuera de Argentina 
por lo cual debe ser cancelado en la moneda del Estado en el que fue entregado , sin embargo , se 
logró dilucidar dentro de este caso , que a pesar de la cláusula CIF, se convino que el riesgo lo 
asumiera el comprador, una vez la mercancía fuese a bordo del buque que lo trasportaría.  
Como podemos observar, las partes, en ejercicio de su autonomía de la voluntad, pueden 








Es de anotar que uno de los mejores mecanismos para solucionar conflictos es el Arbitraje. El 
Arbitraje hace parte de los mecanismos alternativos de Solución de Conflictos. Para la Cámara de 
Comercio de Bogotá, este mecanismo brinda la posibilidad a las partes en conflicto a que sometan 
sus controversias a un tercero denominado árbitro. Este extremo denominado Tribunal Arbitral, 
estará integrado por 3 árbitros especializados encargados de emitir una decisión denominada 
Laudo Arbitral que hace tránsito a cosa juzgada y presta mérito ejecutivo pues cumple la misma 
función de una sentencia. 
Nacionalmente, el Arbitraje tiene características específicas: es imparcial, idóneo, oral, 
público, contradictorio e igualitario. Así mismo, para que las partes puedan acudir a este 
mecanismo, previamente tuvieron que estipular en el contrato un Pacto Arbitral (siendo este un 
negocio jurídico en el que las partes someten la resolución de sus conflictos a la decisión de un 
árbitro, renunciando de esta forma a acudir a la justicia ordinaria) mediante un compromiso o una 
cláusula compromisoria. 
Según el artículo 62 de la Ley 1563 de 2012, se entiende por Arbitraje Internacional:  
 
a. Las partes en un acuerdo de arbitraje tengan, al momento de la celebración de 
ese acuerdo, sus domicilios en Estados diferentes.  
b. El lugar del cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones o el lugar 
con el cual el objeto del litigio tenga una relación más estrecha, está situado 
fuera del Estado en el cual las partes tienen sus domicilios.  




Ahora bien, en cuanto a Arbitraje Internacional se trata, las partes tienen la facultad de decidir 
cuáles serán las normas aplicables a la controversia específica. Es en este evento en el que se ven 
integrados todos los instrumentos, pues el principio de la autonomía de la voluntad, siendo este un 
principio Unidroit, la base del posible uso del Arbitraje Internacional. En estos términos, el 
Artículo 28 de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Arbitraje Internacional, estipula cuáles serán 
las normas aplicables al litigio tanto en el evento en que las partes hayan consagrado normas 
específicas, como en el evento que hasta la aplicación legal dependa única y exclusivamente de la 
decisión del árbitro. Estas normas son:  
 
1) El tribunal arbitral decidirá el litigio de conformidad con las normas de derecho 
elegidas por las partes como aplicables al fondo del litigio. Se entenderá que toda 
indicación del derecho u ordenamiento jurídico de un Estado determinado se 
refiere, a menos que se exprese lo contrario, al derecho sustantivo de ese Estado y 
no a sus normas de conflicto de leyes.  
2) Si las partes no indican la ley aplicable, el tribunal arbitral aplicará la ley que 
determinen las normas de conflicto de leyes que estime aplicables.  
3) El tribunal arbitral decidirá ex aequo et bono o como amigable componedor sólo 
si las partes le han autorizado expresamente a hacerlo así.  
4) En todos los casos, el tribunal arbitral decidirá con arreglo a las estipulaciones 
del contrato y tendrá en cuenta los usos mercantiles aplicables al caso (Sistema de 
Información sobre Comercio Exterior, s.f.).  
 
En otras palabras, el Arbitraje es la solución más eficaz para solucionar los problemas de una 
forma ágil. Tanto a nivel nacional como a nivel internacional, las partes tienen la decisión de 
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determinar cuáles serán las normas que el Tribunal Arbitral deberá aplicar para el caso específico, 
para ello, las partes en conflicto tienen la facultad de escoger si prefieren que el Laudo Arbitral 
sea expedido conforme a las reglas internas de alguno de los países contratantes, las normas 
expedidas por la CNUDMI o, a falta de estipulación, ya será decisión del árbitro, pero en 
cualquiera de los eventos antes mencionados, las partes deben estipular en el contrato cuáles serán 
las normas por las cuales se regirá el Tribunal Arbitral. 
Así mismo, hay que tener en cuenta que, a nivel nacional e internacional, el Arbitraje es 
aplicado en forma diferente. Siendo así, Arbitraje Internacional se entiende, generalmente, cuando 
alguno de los extremos contratantes tenga su domicilio en estados diferentes o el lugar de 
cumplimiento de la obligación deba ser en otro estado, en este evento las reglas serán sometidas 
tanto a la Cámara de Comercio Internacional como a las Cámaras de Comercio internas 
dependiendo de las disposiciones contenidas en el contrato.  
Por último y para finalizar, es clara la conexión presente entre el Arbitraje y los principios 
Unidroit. Hay que ver cuál es el precepto principal para acudir a este medio alternativo de solución 
de conflictos, siendo este la Autonomía de la Voluntad pues es aquel principio que otorga a los 
contratantes la facultad de someter su decisión a un Laudo Arbitral.  
En los siguientes casos, podemos evidenciar la importancia que toman los tribunales arbitrales 
a la hora de tomar decisiones sobre casos surgidos con respecto al comercio internacional  
Caso 1. Un vendedor italiano suministró a un comprador alemán caucho vulcanizado 
destinado a la producción de suelas para zapatos. Las suelas producidas por el comprador fueron 
vendidas a un fabricante austríaco, que produjo zapatos y los comercializó en la Federación de 
Rusia. Tras recibir reclamaciones de su cliente ruso, el fabricante austríaco se dirigió al comprador, 
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quien presentó una demanda judicial contra el vendedor por falta de conformidad de la materia 
prima. 
El tribunal, en su sentencia, se basó, para cada cuestión, en varias decisiones relativas a la 
CIM que ya habían adoptado algunos tribunales extranjeros y tribunales arbitrales. Aunque los 
precedentes de la jurisprudencia de los tribunales internacionales no se pueden considerar 
jurídicamente vinculantes, en opinión del tribunal los jueces y árbitros los deben tener en cuenta a 
fin de promover la uniformidad en la interpretación y aplicación de la CIM (artículo 7 1) de la 
CIM). 
En el presente caso, el tribunal sostuvo que el comunicar la falta de conformidad cuatro meses 
después de la entrega no era oportuno. En efecto, incluso suponiendo que los defectos no se 
hubieran podido descubrir en el momento de la entrega, el comprador hubiera debido descubrirlos 
a más tardar al elaborar las mercaderías y hubiera debido comunicar su existencia de inmediato, 
en vez de esperar hasta recibir reclamaciones de su propio cliente. Se podría llegar a una conclusión 
diferente sólo si se probara que no era posible descubrir los presuntos defectos durante la 
elaboración. Sin embargo, la carga de presentar pruebas al respecto recae en el comprador, quien, 
en este caso, no las presentó. 
Caso 2: Canadá: Federal Court of Canada, Appeal 24 de mayo de 2000 Fibreco Pulp Inc. v. 
Star Shipping Se trató de una solicitud de sobreseimiento de las actuaciones. El caso se refiere al 
envío de dos cargas de pulpa de madera de British Columbia a Finlandia, con trasbordo en 
Rotterdam. Dos buques, de propietarios diferentes, transportaron la pulpa de madera de British 
Columbia a Rotterdam. Otros dos buques, pertenecientes a otros dos propietarios, transportaron la 
pulpa de madera de Rotterdam a Finlandia. Cuando se descargó la pulpa de madera en Rotterdam, 
se descubrió que estaba defectuosa. En conjunto, la acción citaba a cinco demandantes y a 10 
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demandados (incluidos los propios buques). Las partes y los buques mantienen relaciones 
estrechas con diversas jurisdicciones, entre ellas British Columbia, Suecia, Finlandia, Noruega, 
Liberia, Bermuda, los Estados Unidos de América, Panamá, el Japón y Dinamarca. Los 
demandados comparecieron condicionalmente para presentar mociones de sobreseimiento de las 
actuaciones, junto con otras reclamaciones de procedimiento. La solicitud de sobreseimiento fue 
estimada. El contrato de fletamento contenía una cláusula de arbitraje que era obligatoria para dos 
de las partes principales. El contrato también llevaba la firma de la Fibreco, el productor 
canadiense de pulpa de madera que era el demandante, lo que indicaba que esa empresa conocía 
la existencia de la cláusula de arbitraje, aun cuando no necesariamente que ella estuviera sometida 
a ella. Se estimó que la decisión de sobreseimiento de las actuaciones canadienses hasta que se 
celebrara el arbitraje entre las partes interesadas era el medio más eficiente de litigar los problemas 
entre las diversas partes. En consecuencia, el tribunal hizo uso de su discreción para sobreseer las 
actuaciones y no remitió a todas las partes a arbitraje. 
 
La Lex Mercatoria  
Habiendo identificado el contexto normativo y jurisprudencial de la transmisión del riesgo 
derivado de la pérdida o daño en las mercaderías, y así mismo los referentes de investigación, es 
tiempo de conceptualizar la pregunta de investigación con el fin de darle respuesta. Para lograr 
este objetivo es necesario tomar toda la información teórica de los referentes de investigación, 
pues en ellos reposa todo el concepto dirigido a la solución del trabajo.  
Ahora, como se ha podido analizar en el estado del arte de la investigación, desarrollar el tema 
de la lex mercatoria, detallando sus conceptos e instrumentos inmersos dentro de esta figura 
jurídica, resulta necesario para poder responder concretamente a la pregunta de investigación 
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formulada en la introducción, ahora, la Lex Mercatoria, puede ser entendida como el conjunto de 
medidas adoptadas internacionalmente con el fin de regular el comercio internacional. Este 
conjunto de medidas a su vez está compuesto por una serie elementos que van a ser estudiados 
dentro de la descomposición de esta figura.  En primer, lugar traer a colación el significado 
doctrinal de la lex mercatoria resulta útil, de esta forma, Navarro (2009) la conceptualiza como:  
 
La lex  mercatoria  se  configura  como  un  Derecho  espontáneo,  un  nuevo  
ordenamiento autónomo creado por los propios comerciantes con el propósito 
fundamental de evitar en sus transacciones internacionales la aplicación, siempre 
conflictiva, de las legislaciones locales de sus  respectivos  países,  liberándose  de  
la  rigidez  y  de  la  falta  de  sensibilidad  para  el  tráfico mercantil internacional 
de éstas últimas… Básicamente son dos las notas que permiten caracterizar la lex 
mercatoria. En primer lugar, su “anacionalidad”, es decir, no emana de un sistema 
jurídico propio de un Estado soberano. Y, en segundo término, la fuerza obligatoria 
que le reconoce la comunidad comercial internaciona (p.199). 
 
De igual forma, Acevedo (2015) traduce el concepto de la Lex Mercatoria como:  
 
“La Lex Mercatoria es un ordenamiento jurídico en el que la costumbre es una de 
sus principales fuentes, por no decir que la de mayor relevancia, al lado de las 
estipulaciones contractuales y la jurisprudencia arbitral. Lo que sucede es que aquí 
la costumbre no se disputa la primacía con el texto positivo como sucede en los 
derechos estáticos” (p.11). 
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De igual importancia, Espinosa (1993) explicando el concepto de la Lex Mercatoria es 
valioso para complementar la inducción al tema, detallando esta figura jurídica como: 
 
“La Lex Mercatoria es un ordenamiento jurídico en el que la costumbre es una de 
sus principales fuentes, por no decir que la de mayor relevancia, al lado de las 
estipulaciones contractuales y la jurisprudencia arbitral. Lo que sucede es que aquí 
la costumbre no se disputa la primacía con el texto positivo como sucede en los 
derechos estáticos” (p.12). 
 
En este panorama, se puede concluir acertadamente que el concepto de Lex Mercatoria es 
un concepto multifacético que tiene una característica particular de evitar la controversia entre 
transacciones llevadas a cabo en el contexto internacional, siendo un instrumento reconocido 
internacionalmente para solventar los problemas de interpretación nacidos bajo la creación de las 
relaciones contractuales entre los contratantes de diferentes países, articulando una serie de 
elementos que ayudan a disminuir el problema de la poca uniformidad, en este sentido, Acevedo 
(2015) señala que: 
“Es precisamente esa institucionalización la que ha venido forjando una Lex 
Mercatoria que da fe de su propia independencia, reafirmando su conformación y 
aplicación autónoma, surgiendo de las prácticas reiteradas de las corporaciones 
transnacionales y constituyéndose como marco jurídico-institucional propio de los 
agentes económicos operantes en el tráfico mercantil internacional ante la 





Con el fin de hacer una aproximación conceptual exacta de lo que compone la lex mercatoria, 
es necesario descomponerla en los diferentes elementos que en ella reposan, en este sentido, se ha 
querido ejemplificar mediante la siguiente gráfica, los elementos que componen la lex mercatoria, 
de esta forma, se podrá analizar él porque resulta fundamental para el desarrollo de esta 
investigación tener estos conceptos claros.   
 










Fuente: Elaboración propia  
 
En este sentido,  los usos y las costumbres mercantiles internacionales, se desarrollan en   la 
repetición de los actos mercantiles de manera uniforme, esto a través del consentimiento de las 
personas como una  admisión de  su valor como norma a seguir en la práctica mercantil, dicho de 
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llevados a cabo en el lecho de las relaciones internacionales, nacidas del contrato de compraventa 
de mercaderías, claro está, nacidas de este tipo de negocio jurídico pues es el tema objeto de 
estudio.  
Ahora, los contratos tipo atienen a instrumentos, fórmulas y mecanismos para el control de 
las actividades mercantiles, que no tienen el valor de una norma, pero eleva su valor al afectar 
todas las relaciones contractuales derivadas del comercio internacional,  hablando del contrato de 
compraventa internacional de mercaderías, estos contratos son más conocidos como  
INCOTERMS, estableciendo estos,  las condiciones internacionales dentro del negocio jurídico 
llevado cabo bajo, que en compañía de los usos y la costumbre mercantil busca armonizar el 
derecho privado internacional. 
En cuanto a los principios que están contenidos dentro de la Lex Mercatoria se pueden 
identificar los principios de UNIDROIT además de los principios contenidos dentro del derecho 
privado internacional que conllevan las buenas relaciones y fomentan el mercado, estos principios 
integrados dentro de los llamados UNIDRIOT, están en relación con la buena fe negocial, el 
principio del pacta sunt servanda y demás.    
En este orden de ideas, se entrará a debatir las teorías en cuanto a la costumbre mercantil, de 
esta forma, reconocer la regulación de la CNUCCIM dentro de la convención es pertinente para 
comprender el significado de este elemento, es por esto que la CNUCCIM ha indicado que:  
 
“(i) Las partes quedarán obligadas por cualquier uso en que hayan convenido y por 
cualquier práctica que hayan establecido entre ellas. (ii) Salvo pacto en contrario, 
se considerará que las partes han hecho tácitamente aplicable al contrato o a su 
formación un uso del que tenían o debían haber tenido conocimiento y que, en el 
comercio internacional sea ampliamente conocido y regularmente observado por 
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las partes en contratos del mismo tipo en el tráfico mercantil de que se trate” 
(Naciones Unidas, 2011, art. 9). 
 
Tener  una conceptualización más amplia de la costumbre mercantil, es necesaria a la hora de 
abordar temas que contengan vacíos o lagunas, y en relación la posición propia de este trabajo, es 
importante analizar los aspectos implícitos dentro de este elemento de a lex mercatoria, pues es 
preciso señalar que la tradición del comercio internacional puede ser uno de los componente 
primigenios para determinar las soluciones en la transmisión del riego derivado de la pérdida o 
daño en las mercaderías, en este sentido, García (2017) señala que “el concepto de la costumbre 
mercantil como fuente del derecho desempeña un papel fundamental, principalmente en el ámbito 
comercial, como quiera que recurriendo a ella, se genera dinámica en los negocios, y así se puede 
evitar un futuro conflicto entre los comerciantes” (p.5). 
En atención a lo anteriormente plasmado debe señalarse que las Cámaras de Comercio son los 
entes encargados de recopilar los actos que serán objeto de costumbre mercantil, que a su vez 
deberán ser de carácter interpretativo;  ya que, determina el sentido de las palabras, técnicas y actos 
del comercio para encontrar la verdadera voluntad de los contratantes cuando estos no se expresan 
adecuadamente, así mismo deberán ser integradoras: “se da en los casos cuando la costumbre, ha 
sido previamente invocada por la Ley, para complementar determinadas leyes a las cuales pasa a 
integrar” (García, 2017). Por último, cumplen una función normativa ya que “se presenta cuando 
la costumbre, tomando las características de norma reguladora, llena los vacíos legales; esto 
implica que se aplica como verdadera regla de Derecho; cumple así su función más importante, la 
verdadera fuente formal del Derecho Mercantil” (Berdugo y Builes, 2013).  
En este mismo sentido, en atención a la costumbre internacional, Perales (2001) expone tres 
diferentes costumbres mercantiles:  
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Las prácticas negóciales se caracterizan por ser conductas establecidas entre los 
intervinientes del negocio para el cumplimiento de sus respectivas obligaciones 
que, por la habitualidad con la que se han venido practicando en el transcurso de 
contratos anteriores, se consideran vinculantes para los mismos convirtiéndose en 
contenido del contrato… entre tanto el uso convencional consiste en un acuerdo 
particular y determinado (expreso o tácito) para el empleo de un uso específico en 
una transacción concreta (p.57). 
 
Para concluir la utilidad y aplicación de la costumbre mercantil, es necesario afirmar que, de 
la existencia de conductas uniformes, que conllevan una tradición mercantil creadas por los   
comerciantes que son conocidas por ser prácticas históricas que se aplican en la actualidad, 
siguiendo con los componentes que construyen la lex mercatoria es importante analizar los usos 
mercantiles, en este orden de ideas, Navarro (2009): 
 
“Los usos comerciales internacionales, los contratos-tipo y las  condiciones  
generales  elaboradas  por  las  asociaciones  mercantiles  profesionales  o  por  los 
organismos  internacionales  constituyen  las  típicas  fuentes  de  expresión  de  este  
Derecho  de producción autónoma, que nace y se desenvuelve en los propios 
medios profesionales del tráfico empresarial internacional y cuya uniformidad no 
es sino el reflejo de la solidaridad de intereses que  une  a  la  llamada  sociedad  
internacional  de  comerciantes” (p.201). 
 
En atención a este contexto, se puede deducir que los usos mercantiles y la costumbre 
mercantil están íntimamente ligada pues al ser fuentes del derecho internacional con un carácter 
empírico, de esta forma García (2017) afirma:   
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Los usos comerciales se pueden clasificar dentro de las fuentes de producción 
jurídica de carácter transnacional, ya que en su elaboración no intervienen, en 
principio, órganos del Estado ni los parlamentos, ni los jueces, ni la administración, 
sino que son normas creadas por las personas privadas, basándose en la autonomía 
de la voluntad… El derecho transnacional se trataría de un derecho espontáneo, 
nacido de la práctica comercial internacional, con unas fuentes propias, 
fundamentalmente los usos comerciales, y unos medios de solución de conflictos 
de intereses específicos al margen del poder de los tribunales del Estado y de los 
tribunales internacionales, a través del arbitraje (p.15). 
 
Avanzando con los componentes de la lex mercatoria, se deben abordar INCOTERMS, como 
contratos tipo que regulan las obligaciones, derechos y demás formalidades subyacentes al contrato 
de compraventa internacional y por ende a la transmisión del riesgo derivado de la pérdida o daño 
en las mercaderías, respecto a los INCOTERMS, señala Navarro (2009): 
 
Se trata de reglas llamadas a ser utilizadas únicamente en los contratos de 
compraventa internacional en los que las mercancías objeto de venta hayan de ser 
entregadas más allá de las fronteras nacionales y que garantizan, por su extensión, 
una interpretación uniforme de los términos habituales en este tipo de transacciones 
comerciales internacionales. Los INCOTERMS, efectivamente, no se incorporan al 
Derecho interno de los Estados, y, por tanto, carecen del rango de ley, lo que explica 
que cada nueva versión no anule a la anterior. Los contratantes, haciendo uso de la 
autonomía de la voluntad que las distintas legislaciones nacionales les reconocen, 
podrán incorporar estas reglas a su contrato, especificando la versión concreta a la 
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que se someten, ya que todas las versiones están vigentes, pudiendo aquéllos optar 
por una u otra versión (p.205). 
 
Ahora, tener en cuenta que los INCOTERMS son instrumentos de relevancia fundamental 
para regular el tema de la transmisión del riesgo en materia de compraventa internacional, puesto 
que se aplican a todas las relaciones contractuales derivados de la compraventa internacional, que 
por ende debe tener un transporte multimodal, tal como lo afirma el ilustre doctor Cadena, pues el 
acarreo de las mercancías puede hacer distintamente, por varios medios de transporte (aéreo, 
marítimo, etc.).  En este orden de ideas, y en cuanto a la postura de Galán (2015) señala:  
 
Los INCOTERMS, son las reglas consuetudinarias aplicadas en el comercio para 
la interpretación de los términos contractuales pactados por las partes (comprador 
y vendedor) en relación a puntos específicos de su relación, como son los costos, el 
transporte, la entrega, la transmisión de los riesgos, la contratación del seguro y del 
transporte y algunas otras obligaciones o tareas adicionales en el proceso de 
distribución física internacional (DFI) que implican a cada una de ellas (p41).  
  
De otro lado, pero bajo la misma línea de estudio, recalcar el concepto de Navarro (2009) en 
cuanto a esta figura: 
 
Los INCOTERMS, toman en consideración la reciente difusión de las zonas 
librecambio, el incremento del uso de las comunicaciones electrónicas en las 
transacciones comerciales y los cambios en la práctica del transporte. Regulando 
entre otros aspectos: el momento y el lugar en que se produce la transferencia de 




Los INCOTERMS 2000 establecen una serie de reglas internacionales para la 
interpretación de los términos comerciales más usados en el comercio. Se refieren 
al paso del riesgo, así como a la distribución de los gastos del transporte entre 
compradores y vendedores -y en algunos casos a la obligación de contratar los 
seguros (p.50). 
 
En la siguiente gráfica se encuentra la clasificación de los INCOTERMS, los que se 
dividen en cuatro diferentes grupos:   
 













Fuente: Navarro, 2009 
 
Es importante recoger una caracterización para conocer el significado de las siglas 
anteriormente expuestas dentro del marco de los INCOTERMS, de esta forma; Rodríguez (2015) 
identifica que:  
EXW; implica que el vendedor pone la mercancía a disposición del comprador en 
las instalaciones del vendedor y los gastos generados a partir de ese instante 
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correrán a cuenta del comprador. FCA; el vendedor está comprometido a entregar 
la mercancía en un punto acordado dentro del país de origen y se hace cargo de los 
costos hasta que la mercancía esté situada en el lugar convenido. FAS; el vendedor 
entrega la mercancía al lado del barco, en el muelle pactado del puerto de carga 
acordado FOB; el vendedor entrega la mercancía sobre el mismo buque y debe 
contratar el transporte a través de un representante, pero estos costos irían por 
cuenta del comprador (p.30). 
 
Navarro (2009) en cuanto a la diferenciación aduce que el grupo C: 
Se dirige a la entrega se produce, como norma general, en el medio de transporte 
designado por el vendedor, quien corre con los gastos de transporte, pero no asume 
los riesgos de pérdida o daño de la mercancía desde el momento en que se produce 
la entrega CFR. Cost and freight/ Costo y flete El vendedor elige el barco y paga el 
flete marítimo hasta el puerto convenido. Sin embargo, la entrega de la mercancía 
se formaliza en el momento en que sobrepasa la borda del buque en el puerto de 
origen, como ocurre en el FOB. Los riesgos de pérdida o deterioro de la mercancía 
a partir de ese momento recaen sobre el comprador, a pesar de ser el vendedor quien 
paga el transporte principal. El despacho aduanero de exportación corre a cargo del 
vendedor (p.208). 
 
En cuanto al INCOTERM CIF Navarro (2009):  
 
CIF. Cost insurance and freight/ Coste, seguro y flete, la entrega de la mercancía se 
considera que se produce al sobrepasar ésta la borda del barco en el puerto de 
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embarque. Los riesgos de pérdida, daños o gastos extraordinarios que se produzcan 
con posterioridad a ese momento recaerán sobre el comprador. En todo caso, es 
obligación del vendedor la contratación y pago del transporte y del seguro principal 
(éste último de cobertura mínima).  Además, compete al vendedor la realización de 
los trámites del despacho de exportación, correspondiendo al comprador la 
realización de los trámites de importación (p. 206). 
 
El INCOTERM CPT Navarro (2009) lo explica como: 
 
CPT. Carriage paid to / Transporte pagado hasta....  La transmisión de los riesgos 
de la mercancía se produce cuando ésta se pone a disposición del primer porteador 
encargado de su transporte. Es obligación del vendedor despachar la mercancía en 
aduana de origen y pagar el transporte principal.  Se trata de un INCOTERM 
multimodal, por lo que admite la utilización de distintas modalidades de transporte, 
no sólo la marítima (p.207). 
 
 







Fuente.  Comercio y aduanas de México, 2012 
71 
 
Al respecto Álzate (2016) señala que:  
 
Al igual que en la Convención de Viena, entonces, los INCOTERMS no se ocupan 
del asunto de la propiedad, mucho menos de la forma en que esta ópera, en cambio 
sí de la forma de entrega y de la transmisión del riesgo; no obstante, se ocupan 
también de la entrega documental, lo que, igual a lo que se analizó en torno a la 
Convención, plantea de forma tangencial la obligación del vendedor de transferir 
la propiedad de las mercancías (p.65). 
 
Ahora, al observar que los instrumentos INCOTERMS, se ocupan de la trasmisión del riesgo, 
observando que se allanan al tema de estudio, desde el Ex Works, donde el vendedor entrega en 
su fábrica y el comprador asume el riesgo, hasta el DDP, donde el vendedor asume el riesgo 
teniendo en cuenta que deberá entregar la cosa vendida en el domicilio del comprador. Bajo el 
mismo lineamiento, López, Morgestein y Alarcón (2009) sostiene que:  
 
La relación de los Incoterms con el contrato de transporte radica, únicamente, en 
que según el término utilizado se definen las obligaciones del comprador y del 
vendedor acerca de quién de los dos debe celebrar el contrato de transporte 
mediante el cual las mercaderías vendidas han de ser despachadas al comprador. El 
carácter consuetudinario de los Incoterms, y en general, determinar su naturaleza, 
se convierte en un importante punto de discusión en el ámbito del contrato 
internacional de mercaderías, el riesgo de pérdida de las mismas y su 
aseguramiento. Este carácter netamente consuetudinario se ve distorsionado por 
nuestra legislación interna, que, mediante un tratamiento evidentemente casuístico, 
desdibuja en forma desconcertante el carácter dispositivo, tanto de los Incoterms 
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como del Convenio de Viena sobre compraventa internacional de mercaderías 
(p.200). 
 
Continuando con el estudio de los componentes sobre la transmisión del riesgo y los 
instrumentos para armonizar dicha figura, es necesario abordar de tema de los principios 
UNIDROIT, los cuales buscan ayudar a coordinar la armonización del derecho privado 
internacional, con el fin de tener un derecho uniforme, Beltrán (2002) en cuanto a la exposición 
de los principios UNIDROIT, señala que:   
 
Conforme al artículo 1 del Estatuto, los objetivos principales del UNIDROIT son 
contribuir en la armonización y coordinación del derecho privado de los Estados 
parte “y preparar gradualmente la adopción por parte de los distintos Estados de 
una legislación de derecho privado uniforme”.  En este sentido, el artículo 1 señala 
que el UNIDROIT realizará, entre otras, proyectos de convenciones con el fin de 
uniformar el derecho privado interno y facilitar las relaciones internacionales de 
derecho privado.  Adicionalmente, tendrá especial interés en las “iniciativas ya 
tomadas por otras instituciones en todos esos campos con las cuales puede, en caso 
necesario, mantenerse en contacto (p.41). 
 
Los principios UNIDROIT o “PCCI”, están llamados a ser aplicados exclusivamente a los 
contratos comerciales internacionales, con exclusión de aquéllos en que intervengan 
consumidores, Navarro (2009) sostiene que: 
 
Estos principios se sustentan sobre principios generalmente aceptados en el 
Derecho comercial, lo que hace que puedan ser fácilmente acatados por la 
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comunidad jurídica y económica internacional. Además, pueden resultar de gran 
utilidad como referente en aquellos países que no cuentan con un cuerpo legislativo 
avanzado en materia contractual y aspiran a modernizar su legislación interna 
adaptándola a los niveles internacionales (p.211). 
 
Para poder entender de una forma más extensa los conceptos que componen los principios 
UNIDROIT, es importante hacer una clasificación diferenciada y sistematizada de estos, con el fin 
de estudiarlos individualmente:     
 




























 buena fe  
 




Para iniciar esta breve exposición Villaroel (1990), en cuanto a la libertad contractual, señala: 
“Que hace referencia a la autonomía de la voluntad al tratarse de la ley aplicable a los derechos y 
obligaciones emanados de los contratos internacionales: (…) Frente a los contratos celebrados en 
el extranjero, rige, en primer lugar, la ley que las partes elijan expresamente, aun cuando no tenga 
relación con el contrato” (p.1).  
Dentro de los principios de UNDROIT, se encuentra la libertad contractual, la cual es la 
autonomía que tienen las partes para obligarse ante la Ley aplicable, esto en relación a las 
diferentes normatividades contractuales. Este principio en primer lugar puede ser uno de los que 
consecuentemente causen más conflictos semánticos o de interpretación jurídica por parte de los 
contratantes, principio que está ligado eventualmente con la libertad de forma, en este sentido, 
Jaramillo (2002) en contraste a la libertad de forma, señaló:  
 
Una vez más, la CISG, atendiendo a su espíritu universal, intentando satisfacer las 
necesidades actuales del tráfico de mercaderías, buscando facilitar el comercio 
entre los diferentes Estados y pretendiendo la mayor acogida posible de su 
normatividad, plasma el principio de autonomía de la voluntad en su Art.  11, 
dejando que las partes por mutuo acuerdo celebren y prueben el contrato de 
compraventa en cualquier forma, sin necesidad de que sea por escrito, es decir, sin 
formalidad alguna (p.52). 
 
Como se mencionó en líneas anteriores, la autonomía contractual dentro de los contratos de 
compraventa en el marco del comercio internacional, puede causar por su misma libertad 
problemas o conflictos relacionados a los imprevistos que puedan ocasionarse, de esta forma, la 
aparición de las pérdidas o daños es protagonista en este escenario.  
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Acevedo (2015) respecto al principio del pacta sunt servanda, plasma que:  
 
La aplicación de este principio supone que, los contratos han de cumplirse según 
los términos estipulados por las partes, y con base en esto, los jueces han de juzgar 
la controversia según la ley que las partes hayan dispuesto. En este sentido, el 
contrato constituye ley para las partes. En la práctica, el operador jurídico se 
dispone a reconocer y aceptar la intangibilidad del acuerdo entre partes, mediante 
el principio Pacta Sunt Servanda, que sólo podría modificarse de alguna manera, o 
de no reconocerse, en tanto contraríe el orden público nacional, o incluso 
internacional (p.18). 
 
La aplicación del pacta sunt servanda y la buena fe en las practicas negociales, son el 
equilibrio como postura propia para evitar la posible aparición de controversias comerciales, pues 
al estar la autonomía contractual y de forma presentes dentro del contrato de compraventa, los 
fallos pueden ser más complicados, pero la buena fe mercantil es una conducta que obliga a las 
partes a respetar los usos y costumbres vigentes, además  de evitar causar a otra cualquier tipo de 
daño innecesario, ahora, García (2014) en cuanto al principio de la buena fe señaló que “se 
encuentra consagrado en el Artículo 835 del Código de Comercio (Decreto 410 de 1971) el cual 
dispone lo siguiente: Se presumirá la buena fe, aún la exenta de culpa. Quien alegue la mala fe o 
la culpa de una persona, o afirme que ésta conoció o debió conocer determinado hecho, deberá 
probarlo” (p.199). Ahora bien, el código de comercio al igual que la Ley 256 de 1996, no define 
la buena fe comercial, como quiera que se trata de un principio general de derecho, el cual tiene 
aplicación en materia mercantil, la Corte Constitucional ha señalado que por buena fe comercial 
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pueden entenderse los mandatos de honestidad, confianza, honorabilidad, lealtad y sinceridad que 
rigen a los comerciantes en sus actuaciones (Corte Constitucional, Sentencia T469/1992).  
En este orden de ideas, el principio de buena fe comercial contenido en el artículo 7 de la 
Ley 256 de 1996, debe ser entendido dentro del contexto de que todos los comerciantes y demás 
participantes en el mercado deben actuar de acuerdo a los mandatos de honestidad, confianza, 
honorabilidad, lealtad y sinceridad que rigen a los comerciantes en sus actuaciones” (García, 2014, 
p.56).  
En atención al principio de la buena fe, Jaramillo (2002) expone:  
 
En  un  primer  análisis del  término  buena  fe,  conduce  a  su  universalidad    de  
aplicación como  criterio  objetivo  de  conducta,  pero  presenta  una  dificultad  
que  estriba  en  la diversidad de  tradiciones jurídicas en  el ámbito de aplicación 
de la CISG, ya que para el mundo de tradición romanista, la buena fe ... es una 
conducta que obliga a las partes a respetar los usos y costumbres vigentes, además  
de evitar causar a otra cualquier tipo de daño innecesario..., mientras que si nos 
circunscribimos al ámbito del common law, esta es   un   expresión   abstracta   
asimilada   a   la   sinceridad, corrección,  lealtad,   rectitud, honestidad sin ninguna 
relación especial con la responsabilidad (p.42). 
 
Como se pudo analizar, dentro del presente capítulo y dando una conclusión parcial, la lex 
mercatoria, dentro de su universo de elementos y facticos, trae consigo los INCOTERMS, que 
ligados con la parte normativa que en este caso sería la Convención de Viena, son instrumentos 
eficientes a la hora de evitar y proponer soluciones ante las controversias y vacíos legales surgidos 
77 
 
dentro del contrato de compraventa internacional y específicamente de la transmisión del riesgo 
derivado de la pérdida o daño en las mercaderías.   
 
Fragmentación de los elementos en la transmisión del riesgo  
 
La Transmisión del riesgo se encuentra regulada en los artículos 66 a 70 de la Convención 
los cuales se ocupan de la transmisión del riesgo del vendedor al comprador, el articulado prevé 
que en el caso en que las mercaderías se deterioren o se pierdan una vez transmitido el riesgo por 
el vendedor, este hecho no libera al comprador de su obligación de pagar el precio a menos que la 
pérdida o deterioro mencionado se deba a un acto o a una omisión del vendedor. De igual forma, 
si el contrato involucra el transporte de las mercaderías y no existe obligación expresa del vendedor 
de entregar dichas mercaderías en un lugar específico, se entiende que el vendedor cumplió con la 
obligación de entrega en el momento en que pone en poder del primer porteador los bienes objeto 
de la compraventa” (Naciones Unidas, 2011, art. 66 - 70). 
 
De la misma forma, señala Perales (2001): 
 
Las reglas sobre transmisión del riesgo en la Convención de Viena se contienen en 
el capítulo IV que se dedica exclusivamente a este tema (arts.66 a 70 CNUCCIM). 
Estas reglas son como la casi mayoría de las disposiciones de la Convención 
dispositivas (art.6 CNUCCIM), por lo que las partes podrán desplazarlas. 
Precisamente en el tema que nos ocupa el desplazamiento de las reglas sobre 
transmisión del riesgo es altamente probable, en particular si las partes utilizan 
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alguno de los términos comerciales internacionales (INCOTERMS) elaborados por 
la Cámara de Comercio Internacional, cuya última versión es del año 2000 (p.51). 
 
Continuando con el desarrollo teórico conceptual de la investigación, se iniciará estudiando 
el artículo de Cadena y Cubillos (2012), pues como se anotó en el estudio de los referentes, este 
artículo es el que más relación aborda, en este sentido los autores afirman que:   
 
Para el comercio internacional, un asunto de amplia trascendencia práctica es 
determinar cuál de las partes (vendedor-comprador) asume los riesgos derivados 
del deterioro o pérdida que sufran las mercaderías antes de que lleguen a las manos 
del comprador; esta situación resulta ampliamente controvertida, ya que su solución 
está subordinada a que alguna de las partes tenga que soportar un perjuicio de índole 
económica, sin contar con la posibilidad de exigir ninguna compensación, alterando 
en esta forma el postulado de que las partes deben gozar de un equilibrio con 
relación a sus prestaciones (p.31). 
 
Toda vez que se ha querido identificar los elementos que rodean el tema de la transmisión 
del riesgo, bajo este enunciado, Cadena y Cubillos (2012), señalan que:   
 
Es usual que las partes definan en el contrato cuál de ellas deberá asumir el riesgo 
y a partir de qué momento; en ocasiones lo hacen de manera explícita, y muchas 
veces implícitamente cuando se conviene un contrato con alguno de los términos 
comerciales (Incoterms). Pero existe la tendencia de que las partes realicen 
contratos sin manifestar expresa o tácitamente el momento en que se presenta la 
transmisión del riesgo y la parte que está en la obligación de asumirlo. Por esto la 
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CISG en el capítulo IV de la Parte III regula en sus artículos 66 a 70 lo concerniente 
a la transmisión del riesgo por pérdida o deterioro de las mercaderías, las cuales se 
aplican de manera independiente de que el dueño de las mercaderías sea el vendedor 
o el comprador (p.31). 
  
Como se puede observar del texto anteriormente plasmado, la trasmisión del riesgo puede 
llegar a no estar delimitada o escrita dentro del contrato de compraventa, esto acarrea que se 
puedan crear una serie de controversias al momento en que se llegue a presentar un imprevisto y 
las mercaderías sufran algún tipo de daño o incluso se pierdan, en este sentido, es preciso 
identificar ¿qué instrumentos o normas se pueden aplicar para el desarrollo y posterior solución de 
este factico, para ello Cadena y Cubillos (2012) exponen: 
 
Establecen las normas aplicables cuando el riesgo se transmite al comprador, 
mientras que el artículo 70 se refiere a la transmisión del riesgo de pérdida o 
deterioro cuando el vendedor haya incurrido en un incumplimiento esencial. Estas 
disposiciones deben interpretarse partiendo de la definición de que el riesgo 
consiste en la merma patrimonial que ha de sufrir el comprador o el vendedor por 
el deterioro o pérdida de las mercaderías, sobrevenidos por causas que no sean 
imputables a un acto u omisión de uno de ellos. Cuando sobreviniere el extravío o 
daño de las mercaderías es necesario dilucidar la causa, ya que, si fue por la 
conducta activa o pasiva de una de las partes, la pérdida o deterioro deberá ser 
reparada por la parte que resulte responsable de acuerdo con el contrato. Pero si 
fueron causadas por otro factor, como extravío o daño, deberá soportar las 
consecuencias la parte a quien corresponda correr el riesgo (p.34). 
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Ahora se puede destacar que en primer lugar es el vendedor de las mercaderías en su posición 
de propietario quien asume el riesgo de su pérdida o deterioro de las mercaderías, de esta forma, 
se puede decir que si las mercaderías sufren algún tipo de daño sin que intervenga un acto u 
omisión suyos, en primera le correspondería soportar al vendedor el daño patrimonial derivado de 
tal evento, en este evento, Cadena y Cubillos (2012) precisan que: 
 
Si las mercaderías perecieron totalmente, el vendedor no podrá exigir el pago 
convenido al comprador o, si ya lo cobró, tendrá la obligación de devolverlo. Caso 
contrario sucede cuando las mercaderías sólo se deterioraron, evento éste en el que 
deberá aceptar que el comprador las rechace y se niegue a pagar el precio o que las 
acepte, pero pague un menor precio. En ambos casos el vendedor incurrirá en un 
incumplimiento contractual, ya sea por no entregar las mercaderías, por no 
entregarlas conforme al contrato, pero como su incumplimiento se deriva de un 
factor ajeno a su voluntad (imprevisible e insuperable), queda exonerado de la 
responsabilidad por los daños y perjuicios que cause su incumplimiento (p.35). 
 
Ahora bien, los factores ajenos a la voluntad de las partes se denominan casos de fuerza 
mayor o caso fortuito, en este sentido, es necesario dejar una observación en cuanto a la diferencia 
de estas dos figuras, pues es necesario tener una precisión conceptual de estas dos diferentes 
figuras, siendo la fuerza mayor; actos de la naturaleza que conllevan daños o impedimentos para 
el cumplimiento de una obligación, un ejemplo de ello sería un maremoto, diferente a la exposición 
de un caso frente al caso fortuito, pues este segundo elemento esta relacionó directamente con los 
actos del hombre, sin que se presentará una conducta dolosa, sino de imprevisión de lo previsible, 
un ejemplo de ello puede ser el daño del mecanismo interno de una embarcación.   
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Entre tanto, nace la necesidad de identificar particularmente los riesgos a cargo del vendedor 
y comprador, atendiendo a las reglas de las relacione contractuales y la transmisión del riesgo de 
las mercaderías, en este sentido, señala Chávez (2017): 
 
En las relaciones comerciales existe una prevalencia de las costumbres comerciales, 
así como a una adopción de carácter casi necesario u obligatorio al principio de la 
autonomía de la voluntad. Esto, teniendo en cuenta que es más accesible la atención 
de las necesidades de las partes, según lo estipulado, también a las dificultades que 
puedan ocurrir cuando las partes no estipulan los mecanismos para determinar la 
responsabilidad y la transmisión (y carga) del riesgo. Así las cosas, el ordenamiento 
internacional, formado por convenciones, tratados, costumbres mercantiles entre 
otros, siendo relevantes: los principios Unidroit, y la Convención de Viena de 1980, 
que buscan, entre otras, hacer más fácil las transacciones internacionales, que, junto 
con una normatividad uniforme, sean un precedente para las partes, al momento de 
celebrar contratos de compraventa internacional de mercancías (p.29). 
 
De esta forma, se entiende que las obligaciones del vendedor sobre la transmisión después 
que se ha efectuado la transmisión de la propiedad, y entregado la mercadería al comprador, muta, 
equilibrando la obligación y contrayendo el comprador la transmisión del riesgo. Es preciso señalar 
que por regla general el bien objeto de la relación contractual está determinado, pero como se 
precisó en el segundo sub problema, si la mercancía no está precisada por el vendedor, el riesgo 




Es imputable a la parte responsable por daño o la pérdida de los bienes, en donde 
el vendedor es responsable por el Daño o deterioro por incumplimiento de 
obligaciones de naturaleza contractual. • Daño o deterioro por incurrir en 
responsabilidad extracontractual por acción u omisión que dejó como consecuencia 
la pérdida o deterioro de la mercancía (Naciones Unidas, 2011). 
 
En efecto se debe aclarar que existen excepciones al momento de pasar el riesgo al vendedor, 
la Convención de Viena de 1980 señala los casos en los que el contrato de compraventa implica el 
transporte de los bienes y el transmisor no esté obligado a entregarlos a perjuicio que el vendedor 
pueda encubrir la responsabilidad correspondiente por la inconformidad de la mercancía, Chaves 
(2017) considera que “este no podrá ser eximido, aun cuando el comprador no le haya informado 
de la posible inconsistencia presentada en los productos; siempre y cuando la inconformidad sea 
atinente a hechos conocidos o que debió tener conocimiento por parte del vendedor y que no hayan 
sido revelados al comprador” (p.31). 
Bajo el anterior panorama, es imprescindible identificar las obligaciones del Comprador 
establecidas en la Convención de Viena de 1980, Chávez (2017) afirma que: 
 
La Convención sienta un precedente, es decir, establece que si el bien objeto de 
contrato sucumbe una vez el riesgo haya sido transmitido de vendedor a comprador, 
este último no se exime de pagar el precio pactado en la relación comercial al 






Del mismo modo, Oviedo (2002) explica que:   
 
Si la pérdida obedece a acciones u omisiones del vendedor, sin perjuicio que la 
misma ocurra cuando el riesgo se transfiere al comprador, debe el transmisor asumir 
las pérdidas correspondientes. Sin embargo, señala que este tratado no plasma en 
ninguna parte en el que el comprador asume el riesgo, por lo que se necesita un 
análisis detallado de la normatividad para endilgar el riesgo al comprador (citado 
por: Chávez, 2017, p. 35). 
 
De ahí, la importancia de la inclusión de aclaraciones de la transmisión en el cuerpo del 
contrato, donde las partes consolidan cuál de estas asume el riesgo y desde qué momento, en gran 
parte son determinadas de la celebración del contrato por medio de los INCOTERMS, sin 
embargo, en la mayoría de casos, estas son efectuadas en el momento que se presenta la 
transmisión del riesgo y la parte en que esta se encuentra en la obligación de asumirlo. 
 
Así las cosas, es menester señalar que la entrega de la mercancía, el cual implica 
transmisión de riesgo, no necesariamente sucederá en una transmisión de la 
propiedad, por lo cual se puede concluir que, si el dominio sobre los bienes no se 
transmite de uno a otro, no sucederá, entonces que el riesgo deba transmitirse. Sin 
embargo, la Convención finaliza que el riesgo no es transmitido al comprador, solo 
hasta que las mercaderías se encuentren identificadas con los medios de 
comunicación o documentos establecidos en el contrato (Oviedo, 2002, citado por: 




Aunado a lo anterior, la suscripción de numerosos contratos de seguros, con el fin de 
trasladar a la compañía aseguradora el reparo del perjuicio causado, sea este por deterioro o 
extravío de las mercancías; estas no significan contra todo riesgo presentado durante el tránsito o 
transporte de los bienes y servicios involucrados, en este sentido, afirman Cadena & Cubillos 
(2012) que: 
Lo que las partes deben conocer es el camino para poder dar solución a dichas 
inconsistencias que no están exentas y que en algún momento pueda suceder, 
imponiendo como punto inicial las formas en que surge la transmisión del riesgo, 
esto, acompañado de una conciliación entre los involucrados en el contrato, acerca 
del momento que se transmitirá al comprador el riesgo de pérdida o deterioro de las 
mercaderías (p.35). 
 
De lo anterior, aun cuando en la mayoría de los contratos de compraventa internacional de 
mercancías, se establecen los instrumentos de los INCOTERMS, el nacimiento de conflictos 
relacionados con la transmisión del riesgo es un tema amplio, Álzate (2013) señala que se puede 
concluir, que: 
 
Depende de los casos en particular para establecer las partes accionantes y 
responsables en cada interrogante. Así mismo, asegurar los bienes es vital en una 
celebración de relaciones mercantiles, el contrato de seguro se encuentra 
estrechamente vinculado con el contrato de compraventa internacional de 
mercaderías, no solo en cuanto constituye un elemento de protección y seguridad, 
también porque el costo del seguro está ligado con el valor en aduana de los bienes, 
al momento de la importación (p.231). 
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Ahora, la transmisión del riesgo derivado de la pérdida o deterioro de las mercaderías como 
se ha podido analizar en el trascurso de este estudio, sobreviene a una  cuestión sencilla, pero a 
pesar de esto no es fácil de responder debido al universo de facticos que pueden envolver esta 
situación, de igual forma, como se ha podido observar la convención de Viena ofrece una solución 
general en cuanto a la incógnita planteada señalando que: “La pérdida la soporta el comprador 
cuando los daños o la pérdida de las mercancías se producen una vez que el riesgo se le ha 
transmitido, a menos que se deba a un acto u omisión del vendedor” (Naciones Unidas, 2011), 
seguidamente se quiere analizar un fragmento del texto de Perales, el cual encausa varios 
elementos y facticos contenidos dentro del estudio de la transmisión del riesgo. En este sentido, 
Perales (2001) indica que: 
 
La pérdida es económica, ya que las mercancías se pierden, pero la parte que 
soporta el riesgo no sólo las pierde, sino que además ha de pagar el precio de las 
mismas (aunque las reciba deterioradas o nunca las reciba) o habrá de entregar las 
mercancías por segunda vez, recibiendo únicamente una contraprestación 
equivalente a una de ellas. Estas consecuencias se ven en gran medida mitigadas 
por la circunstancia de que las partes contratarán seguros cubriendo contingencias 
que den lugar a la pérdida o al deterioro de las mercancías, lo cual no evita que 
alguien tenga que pagar esos seguros, ni que la parte que asume el riesgo tenga la 
carga de tener que reclamar al asegurador (p.52). 
 
Entre tanto para abordar la cuestión sobre de quién debe asumir la pérdida o deterioro de las 
mercancías según Perales, se resuelve mediante el esclarecimiento del momento en que la 
trasmisión del riesgo se produce, bajo este postulado Perales (2001) afirma:  
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El objetivo de los artículos 67 a 69 CNUCCIM es precisamente el de determinar 
ese momento. Las disposiciones sobre transmisión del riesgo se completan con una 
última disposición. Se trata del art.70 CNUCCIM que explica la relación entre el 
incumplimiento esencial y las disposiciones sobre transmisión del riesgo, de forma 
que, si el vendedor ha incurrido en incumplimiento esencial, los arts. 67, 68 y 69 
no afectarán a los derechos y acciones de que disponga el comprador como 
consecuencia del incumplimiento (p.54). 
 
En cuanto a las  compraventas que implican el transporte de las mercancías, es importante 
destacar que la regla más importante para la aplicación de la transmisión del riesgo se encuentra 
en la  disposición del artículo 67 CNUCCIM, que se dirige a los eventos más frecuentes, donde  el 
contrato de compraventa trae consigo el transporte de las mercancías, caso en el cual las 
mercaderías están identificadas, de no ser así,  el riesgo no se transmite al comprador hasta el 
momento en que las mercaderías queden plenamente identificadas. De esta forma, el riesgo se 
transmitirá al comprador cuando se pongan en poder del primer porteador, “primer porteador 
independiente” en el evento que el vendedor no esté obligado a entregar las mercaderías en un 
lugar específico. En caso contrario, el riesgo se transmitirá en el momento en que las mercancías 
queden en poder de un porteador en un lugar específico o determinado por el comprador, por 
último, se señala que el hecho de que el vendedor esté autorizado a retener los documentos 






Las Mercaderías vendidas en tránsito según lo explica Perales (2001): 
 
A diferencia de los INCOTERMS 2000 que no disponen de una regla similar, la 
Convención de Viena se ocupa en su artículo 68, si bien de una forma un tanto 
confusa, de establecer una regla dirigida a determinar cuando el riesgo se traspasa 
del vendedor al comprador en los casos de compraventa de las mercancías durante 
su transporte. Algo que no es extraño en el caso de mercancías no manufacturadas 
y cuyo precio está sometido a fluctuaciones. La regla general que se establece es 
que el riesgo se transmite en el momento de la celebración del contrato, lo que se 
determina de conformidad con las reglas de la Parte II de la Convención. Como 
excepción se indica que, si resulta de las circunstancias, podrá entenderse que el 
riesgo se transmite en un momento generalmente posterior: cuando las mercaderías 
se hayan puesto en poder del porteador que haya expedido los documentos 
acreditativos del transporte. Por último, se sienta una contra excepción: el riesgo 
será de cuenta del vendedor cuando en el momento de la celebración del contrato 
tuviera o debiera haber tenido conocimiento de que las mercaderías habían sufrido 
pérdida o deterioro y no lo hubiera revelado al comprador (p.56). 
 
Por último, se expone el supuesto residual, que aparte de los dos casos anteriores, el art.69 
CNUCCIM propone una regla de carácter residual en ocasión al lugar de entrega de las mercancías 
cuando las mercancías ya estén identificadas, pues como se anotó, hasta ese momento no se 




Si el comprador está obligado a hacerse cargo de las mercancías en el 
establecimiento del vendedor, el riesgo se transmite cuando éste se hace cargo de 
las mercancías o, si no lo hace a su debido tiempo, desde el momento en que las 
mercaderías se pongan a su disposición e incurra en incumplimiento del contrato al 
rehusar su recepción. Si el comprador está obligado a hacerse cargo de las 
mercancías en otro lugar (por ejemplo, en los almacenes de un tercero), el riesgo se 
transmite cuando debe efectuarse la entrega y el comprador tenga conocimiento de 
que las mercaderías están a su disposición en ese lugar (p.53). 
 
Cláusulas de exoneración y limitación de responsabilidad civil 
Es perentorio indicar que según el ejercicio de la autonomía contractual limitar o excluir 
completamente el derecho a la reparación a la víctima no es dable, el principio de responsabilidad 
civil puede ser modificado por el principio de respeto a los actos de autonomía privada, aceptadas 
por las partes de manera tacita y de manera previa al daño, así se establece una excepción al 
principio de la reparación del daño de manera convencional riesgos, ventajas y fundamento de 
validez  
La práctica de reparación de daños tiene sus origines en el derecho romano y una de sus 
finalidades es reducir costos. 
Frente a los vacíos que la legislación deja sobre los problemas jurídicos con esta 
problemática, se aborda la evolución de las cláusulas de limitación y exoneración de 
responsabilidad en materia contractual, esto fundamentado en la autonomía privada pero 
condicionado a los límites de no contrariar el orden público, las buenas costumbres y un nuevo 
filtro, principio de la buena fe. 
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Considerando con lo anterior una de las constantes que se presentan y es que, a la parte 
débil, se le imponen clausulas sujetándola así, una mala práctica comercial en el ejercicio de la 
voluntad para pactarlas. 
El desarrollo de la jurisprudencia es fragmentado y debe separarse con los límites legales 
a indemnizar, aquí se refiere a la ley 1961 parlamento inglés Unfair Contracts Terms Act de 1977, 
Ley de condiciones generales de los contratos, cláusulas de exoneración y limitación de 
responsabilidad en contratos sometidas a clausulas restrictivas de responsabilidad a una decisión 
judicial. 
En cuanto a lo determinante por la doctrina en general es la continua búsqueda de la justicia 
y la igualdad y la continua exploración de un equilibrio indemnizatorio y reparación integral del 








 Principio General De La Reparación Integral Del Daño 
Los contratos en masa son mucho más ventajosos para el contratante fuerte y entre los 
benéficos que encontramos es concluirlos con rapidez y uniformidad, en protección al consumidor, 
las cláusulas abusivas se deben sancionar con invalidez y dependiendo el daño será declarado nulo 
todo el contrato. 
Estas presentan como ventaja un claro desarrollo de las actividades productivas y 
financieras, al reducir la responsabilidad de las empresas y así aumentar niveles de ganancia. Las 
cláusulas limitadas de responsabilidad constituyen un campo favorable al mercado de seguros, 
pues a través de ellas se puede establecer los riesgos de manera previsible, otra más es la 
incentivación de empresas nacientes.  
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Sin embargo, las desventajas es que para el acreedor quien usualmente es el consumidor 
debe afrontar la totalidad o parte del daño, otra muy importante es la falta de voluntad en la 
aceptación del servicio o bien por la necesidad la parte más débil.  
Como propuesta del libro del doctor JOSE MANUEL GUAL ACOSTA, vemos con gran 
fuerza la propuesta continua de un dinamismo y nuevo orden en las cláusulas en la reparación en 
la realidad actual. 
Se fundamenta la equivalencia entre el daño y la reparación, para ello se establecen las 
cláusulas de exoneración y limitación de responsabilidad y la reparación integral del daño como 
objetivo prioritario, las cuales deben pactarse necesariamente de manera previa al daño. 
 
Cláusulas De Exoneración y Limitación De Responsabilidad En La Compraventa De 
Mercaderías De Bienes Muebles Internacional 
Es aquí donde concatenamos la convención de Viena de 1980 y nos refiere el artículo 4, y 
se concluye que esta no regula los aspectos del contrato de venta y a todas luces resulta inaplicable 
las cláusulas restrictivas de responsabilidad, manteniendo el espíritu de la convención de naciones 
unidas y hacemos énfasis que hace una autorización de manera indirecta en el articulado 74 y 6. 
Esta postura plantea, no solo un panorama con ausencia de una norma que determine como 
clausula general el régimen de exoneración y limitación de responsabilidad, buscando la imperiosa 
necesidad de parametrizar e interpretación de las cláusulas y de allí es que al momento de pactarlas 
y para su validez se debe respetar el régimen especificado por el legislador, normas de orden 




- Las cláusulas de responsabilidad no son absolutas  
- Protegen el equilibrio normativo del contrato 
- Tutelan el crédito, las justas expectativas, la moral y puntualmente al acreedor. 
- La limitación y validez de las cláusulas de exoneración de responsabilidad contractual se 
limitan con el dolo o la culpa grave. 
 
El Orden Publico 
La concepción del orden público se fundamenta en las determinantes normas y principios 
básicos del ordenamiento jurídico y siempre se especifica en la postura universal que el limitante 
del orden privado es el público, afianzando continuamente las buenas costumbres buscando 
asegurar la organización de la sociedad para su continuo funcionamiento 
Aun así, encontramos numerosas normas con concepciones de orden público, como el 
conjunto de valores de orden superior, el orden público es la síntesis de innumerables prohibiciones 
normativas que se contrapone a la acción del sujeto privado, pero todas reafirman su concepto de 
las buenas costumbres y de las normas inderogables o imperativas. 
Esto nos lleva a nuestro punto de estudio y es el orden público contractual el cual se basa en 
los principios económicos y sociales el cual a su vez se soporta en: 
- Orden Público Político, el cual desarrolla defensa a estado, sociedad, familia su desarrollo 




- El orden Público Económico, relaciones económicas, sujetas al derecho, reglas y 
principios. 
Citamos “Por eso, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que «es lógico que en el plano 
internacional la expresión del acuerdo de voluntades entre los Estados prevalezca sobre el orden 
interno de uno de los que se han comprometido en particular», y que en virtud de lo estatuido por 
el artículo 9º de la Constitución Política, el cumplimiento de los tratados como principio de derecho 
internacional aceptado por Colombia, es una «medida de seguridad y estabilidad jurídica dentro 
del orden internacional»” (C-276 de 1993).  
De este concepto partimos que la generalidad de orden público es indeterminada en cuanto 
a su contenido fundamental, entendiendo por su finalidad un conjunto de valores esenciales del 
orden jurídico del todo.  
Entre éstos principios figuran los derechos fundamentales del hombre enunciados por las 
convenciones internacionales y por las numerosas constituciones. 
Es de aclarar que en el orden internacional, a diferencia del orden público interno, debemos 
investigar primero el contenido de la ley extranjera para luego decidir que es contraria a nuestro 
orden público y no podemos disponer de medidas que apresuradamente buscan aplicar medidas 
restrictivas los jueces en el plano internacional. 
En atención al carácter bilateral de la regla de conflicto, puede suceder que la ley 
internacional designada aplicable contenga disposiciones contrarias a nuestras concepciones 
morales o jurídicas, al punto que el juez nacional se niegue a aplicarla.  
La Doctrina e instrumentos internacionales enseñan que no es posible aplicar en un país 
una ley extranjera, ni otorgar el reconocimiento a una sentencia foránea, cuando alguna de éstas 
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contraría los principios que conforman su orden público. La existencia del orden público obedece 
a la necesidad de los Estados de contar con una barrera que les permita proteger sus instituciones 
esenciales y su orden jurídico de leyes y decisiones extranjeras que no sean compatibles con ellos. 
Así las cosas, por su naturaleza podrían impedir el reconocimiento o la ejecución de un 
laudo arbitral dictado en el contexto del arbitraje comercial internacional. 
Limitantes de Responsabilidad Cláusulas Abusivas 
Lo que continuamente se busca es la seguridad jurídica y determinar el tiempo y costo de 
las acciones así: 
- Reducir el grado de culpa del deudor. 
- Limitar la indemnización eventual a una suma determinada. 
- Limitar los plazos de prescripción. 
Estas que a todas luces van en contravía de la buena fe, causan un detrimento del 
consumidor, generan desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las partes que 
se derivan del contrato y que se considerará que una cláusula no se ha negociado individualmente 
cuando haya sido redactada previamente y el consumidor no haya podido influir sobre su 
contenido. 
Como criterio de control se establece que el carácter abusivo de una cláusula contractual "se 
apreciará teniendo en cuenta la naturaleza de los bienes o servicios que sean objeto del contrato y 
considerando, en el momento de la celebración del mismo, todas las circunstancias que concurran 
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en su celebración, así como todas las demás cláusulas del contrato, o de otro contrato del que 
dependa" 
Como conclusión parcial de este capítulo se obtiene que la lex mercatoria dentro de sus 
elementos puestos a disposición para la prevención y solución de conflictos que puedan nacer en 
la transmisión del riesgo derivado de la pérdida o daño en las mercancías, armonizan las relaciones 
contractuales nacidas del contrato de compraventa. Adicionalmente se pudo observar que los 
instrumentos o contratos tipo denominados INCOTERMS, prestan una solución eficaz a la hora 
de abordar el tema en cuestión. Por lo anterior estos instrumentos son los elementos que más se 
ajustan a las necesidades contractuales de los contratantes para la estipulación reglamentaria en 













CAPITULO III.  ARMONIZACIÓN DE LA TRASMISIÓN DE RIESGO EN LAS 
MERCADERÍAS EN LA COMPRAVENTA INTERNACIONAL 
 
Habiendo culminado la contextualización y la conceptualización del trabajo de 
investigación, a continuación se realiza un ejercicio de triangulación con el fin de comprobar si la 
hipótesis sustentada en la introducción de la monografía se valida o por el contrario se descarta, 
en este orden de ideas, el presente capítulo está conformado por tres partes, a saber, la primera de 
ellas está dirigida a explicar los puntos sobre los cuales se trabajara la triangulación metodológica, 
la cual parte de tres valores: dar respuesta a la pregunta de investigación; exponer el marco legal 
vigente que opera en la problemática; el principio o regla que se quiere privilegiar y proteger dentro 
del objeto de estudio. 
La segunda parte del acápite está dirigido a fundamentar el principio o regla que prevalece 
dentro de la investigación, de manera tal, que se realizara un análisis de su importancia dentro de 
la problemática jurídica con la finalidad de establecer la forma en cómo se puede blindar ante 
cualquier vulneración; en la tercera parte del capítulo se valida cualitativamente la solución que se 
considera es pertinente ante la problemática planteada, dicha solución se efectúa desde el enfoque 
jurídico seleccionado y el alcance de la investigación.  
Como se expuso anteriormente, la triangulación metodológica está conformada por tres 
valores, el valor N°1 corresponde a la respuesta a la pregunta de investigación que se planteó al 
inicio de la investigación de la siguiente manera: ¿Cuáles son los principios, normas o instrumentos 
que armonizan los conflictos en la transmisión del riesgo derivado de la pérdida o deterioro de las 
mercaderías en el contrato de compraventa internacional de mercaderías?; el valor N°2 hace 
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referencia a la normatividad relevante en la problemática y el valor N°3, expone el principio o 
regla que se quiere proteger con el presente estudio. 
 
Triangulación metodológica 







Fuente. Creación propia 
Valor N°1. Respuesta a la pregunta de investigación  
 
Con el desarrollo de la investigación se determinó que son dos los principales instrumentos 
normativos que regulan el objeto de estudio correspondiente a la transmisión del riesgo derivado 
de la pérdida o daño en las mercaderías, por un lado, se encuentra la convención de Viena, la cual 
regula el marco de la transmisión del riesgo haciendo especial énfasis al respecto en los artículos 
66 al 70, en dichos artículos se aborda los vicios o conflictos originados de las relaciones 
contractuales que pueden generar la perdida y el deterioro de las mercaderías, esta Convención es 
quizás la norma más importante a nivel comercial en lo referente a los Contratos de Compraventa 
Internacional de Mercaderías, puesto que su objetivo radica en hacer efectiva la buena fe y a su 
vez, garantizar la seguridad del tráfico comercial que se efectúa internacionalmente entre los 
Estados.  
 
VALOR N°1.   
RESPUESTA A LA PREGUNTA DE 
INVESTIGACIÓN 
VALOR N°3.   
PRINCIPIO O REGLA  




Esta norma de índole internacional surge a partir de la necesidad que se originó de 
establecer un régimen común entre los países para llevar a cabo actividades comerciales de 
compraventas de mercaderías a nivel internacional, necesidad que no fue ajena a Colombia y que 
se materializo a partir del año 1999 cuando se hizo parte a esta convención del ordenamiento 
jurídico nacional, pues bien, la Convención de Viena es la unificación de leyes de compraventa 
internacional en donde los comerciantes se rigen  por las mismas normas sustanciales, evitando 
que se originen conflictos entre los Estados en razón a que norma aplicar, si la de un país u otro, 
generando de esta manera confianza en la resolución de un conflicto comercial entre países, puesto 
que la solución a la problemática se resuelve por medio de leyes extranjeras que no pertenecen de 
forma exclusiva a un Estado. 
A partir de la unificación de normas que se concretó con la Convención de Viena, las 
compraventas en el ámbito internacional son un mecanismo legal que tienen a su disposición los 
exportadores e importadores de países diversos que realizan operaciones comerciales entre sí, es a 
través de este mecanismo, como se puede acudir a leyes unificadas internacionalmente para 
resolver los conflictos que surgen en razón de este tipo de transacciones, conflictos que son 
solucionados por dos organismos gubernamentales, a saber, el Instituto Internacional para la 
Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT) y la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI), los cuales hacen efectivas las disposiciones 
contenidas en la Convención en cuanto a la formación, interpretación y obligaciones que surgen 
en razón de las compraventas internacionales, logrando con ello una conciliación de la economía 
a escala mundial que permite entre otras, que los comerciantes apliquen en sus contratos 
instrumentos complementarios u omitan aspectos de la Convención en los que no están de acuerdo. 
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La segunda norma que la investigación vislumbro como el mecanismo a emplear frente a 
conflictos relacionados entre los contratantes dentro de las relaciones internacionales, son los 
INCOTERMS, los cuales están puestos a disposición del ordenamiento internacional y prestan 
complemento a las disposiciones de la Convención, toda vez, que esta regula los aspectos relativos 
a la formación, interpretación y obligaciones de las partes y por su lado, los INCOTERMS entran 
a regular todo lo concerniente a la entrega de mercancías, costos, trámites adicionales y de traslado 
de riesgos, su uso e implementación está dirigido a minimizar las preocupaciones que poseen tanto 
el comprador como el vendedor referente al límite de su responsabilidad con respecto al contrato 
de mercaderías que surge del transporte internacional de las mismas, lo que hace necesario pactar 
posibles contingencias que se pueden presentar, es así, que se acuerdan diferentes aspectos como 
por ejemplo, el traslado del riesgo de pérdida de la mercancía y costes.  
Los Incoterms son parte de la normatividad comercial internacional que rige 
específicamente el tema de las mercaderías, su regulación está en cabeza de la Cámara de 
Comercio Internacional (CCI), quien tiene a su cargo determinar entre otros, el alcance de las 
cláusulas que se pactan dentro del contrato de compraventa internacional tales como el precio, 
trasferencia de riesgos, entrega de la mercancía, el tema del transporte, los seguros, documentación 
y demás tramites que le corresponde tanto al comprador como al vendedor. 
En Colombia el régimen legal vigente que rige de forma puntual el tema de las mercaderías 
comerciales a nivel internacional es la Ley 518 de 1999, la cual aprueba la Convención de Viena 
que de acuerdo a la Constitución Política de 1991 entra a ser parte del Bloque de 
Constitucionalidad, pues bien, Colombia ratifico y entro a ser parte de la Convención al igual que 
otros 77 países, los cuales en conjunto suman aproximadamente el 46.77% de la población mundial 
como también el 79.19% del PIBM (Producto interno bruto mundial), dentro de los que hacen 
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parte de la convención, se encuentran países con una importante economía, lo que significa el 
empleo de la disposiciones normativas de este instrumento internacional para llevar a cabo sus 
transacciones comerciales entre Estados. 
Ahora bien, la ley 518 de 1999 dispone que en Colombia se hace uso de las disposiciones 
normativas de la Convención de Viena, de lo que se infiere que los preceptos para realizar 
actividades de mercaderías están consagrados en los postulados de esta Convención, haciendo que 
esta norma sea vigente tanto a nivel nacional como internacional, en lo que respecta al objeto de 
estudio y para efectos de esta investigación, es aplicable en la actualidad de forma puntual los 
articulo 66 al 77, en donde se estipula concretamente la trasmisión del riesgo en estas actividades 
comerciales de índole internacional. 
La vigencia de esta normatividad, Convención de Viena, fundamenta su importancia en 
que las actividades comerciales de índole internacional deben ser reguladas por un ente ajeno a los 
Estados, es decir, que goce de imparcialidad jurídica, de manera tal, que esta norma armoniza la 
compraventa internacional de mercaderías interfiriendo en el correcto cumplimiento de los 
contratos que se deriven en esta modalidad comercial y de presentarse algún conflicto, serán la 
disposiciones de la Convención y sus dos organismos, quienes lo resuelven con la finalidad de 
facilitar las transacciones internacionales futuras, lo que significa un beneficio a la economía a 
nivel mundial; en la legislación local se auspicia la mentalidad del conflicto, dilatando las 
relaciones comerciales y los procesos en los órganos judiciales o arbitrales donde se imparte 
justicia. 
Con esta breve explicación, la investigación logro dar respuesta a la pregunta planteada, se 
responde fielmente que tanto la Convención de Viena como los Incoterms son los dos instrumentos 
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internacionales principales que se aplican en lo referente al comercio de mercaderías 
internacionales y, a la trasmisión del riesgo que este tipo de actividad comercial conlleva. 
 
Valor N° 2. Validación Hipótesis  
 
La hipótesis planteada que consiste en que no solo la autonomía de la voluntad, como 
principio rector, es el que finalmente establece el régimen de transmisión del riesgo en la 
compraventa internacional, a esto se suman los instrumentos internacionales que se han dispuesto 
al respecto, se puede validar que con el trabajo investigativo que se desarrolló, que efectivamente 
las partes en primer lugar son las que determinan las clausulas y parámetros bajo los cuales va a 
operar el contrato, dentro del cual también se encuentra la trasmisión del riesgo, tema que es de 
gran preocupación para los comerciantes internacionales, puesto que el hecho de no especificar la 
responsabilidad de las partes con respecto a los riesgos que se derivan ya sea del deterioro o perdida 
de las mercaderías, resulta ser motivo de controversia, toda vez, que alguna de las partes, vendedor 
o comprador, queda supeditado a sufrir un perjuicio económico, poniendo en riesgo el postulado 
contractual del equilibrio en relación con  las prestaciones pactadas. 
Ahora bien, es claro determinar que con la Convención se logra armonizar las relaciones 
comerciales de mercaderías que se realizan en el ámbito internacional, con esta Convención se 
establece de forma puntual la responsabilidad que tiene a su cargo tanto el comprador como el 
vendedor, de manera tal, que se define tanto el riesgo que asumirá cada una de las partes como el 
momento en que se hace efectiva dicha responsabilidad, puesto que en algunos contratos de este 
índole no se plasma de manera explícita estas disposiciones o se incorporan implícitamente al 
incluir dentro de las cláusulas del contrato los términos comerciales o los Incoterms.  
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La Convención con respecto a los contratos de Compraventa Internacional de Mercaderías 
en su capítulo IV de la Parte III, pretende dar protección a las relaciones comerciales 
internacionales de mercaderías, por ello, dispone a partir de los artículos 66 al 70, todo lo 
concerniente a la transmisión del riesgo por pérdida o deterioro de las mercaderías, sin importar 
que las mismas le pertenezcan al vendedor o al comprador, es así, que el artículo 66 se centra en 
establecer las consecuencias que tiene que asumir el comprador sobre la transmisión del riesgo por 
pérdida o deterioro, en los artículos 67, 68 y 69 se plasma las normas generales aplicables al 
comprador, mientras que el articulo 70 hace referencia a la transmisión del riesgo de pérdida o 
deterioro en cabeza del vendedor cuando es quien ha incumplido el contrato, cabe resaltar que las 
disposiciones de la Convención pretende proteger a la parte que ha sufrido una desmejora en su 
patrimonio por el deterioro o daño de la mercancía, pero se hacen efectivas siempre y cuando el 
riesgo no se derive de la acción u omisión de las partes, por lo que es necesario estimar las causas 
del daño o perdida de la mercancía para determinar sobre quien recae la responsabilidad de reparar 
o en su defecto, a quien le corresponde correr el riesgo, al respecto, Adamen (1994) señala: 
 
En la mayoría de los casos, la conducta activa o pasiva de la parte que causa el 
deterioro o la pérdida constituirá el incumplimiento de alguna obligación 
contractual, por ejemplo, si las mercaderías se estropean por no estar empacadas 
apropiadamente, la falta de embalaje adecuado es un incumplimiento de la 
obligación del vendedor de entregar las mercaderías debidamente empacadas; pero 
puede haber casos en que tal conducta no constituye un incumplimiento de alguna 
obligación contractual específica, como el que se propone en los Comentarios de la 
Secretaría (art. 78, parágrafo 6 ) de un vendedor obligado a entregar las mercaderías 
a bordo de un buque (FOB), que después de embarcarlas (momento a partir del cual 
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el riesgo es del comprador) las daña al retirar los contenedores donde venían 
guardadas; en todo caso, esta conducta del vendedor le hace responsable del 
deterioro de las mercaderías, pues excluye que el daño sea considerado como un 
riesgo del comprador (p. 328). 
 
 La anterior postura ha sido tenida en cuenta en varios escenarios de conflictos comerciales 
internacionales, por ello, para validar cualitativamente la hipótesis, se trae a colación algunos fallos 
en los que se evidencia que efectivamente las disposiciones establecidas desde el articulo 66 al 
artículo 70 de la Convención, son clave para establecer que la misma es el instrumento que regula 
el tema de la trasmisión del riesgo, el cual está determinado por el acuerdo de las partes respecto 
al lugar y las condiciones de entrega, es decir, cuando las mercancías quedan a disposición del 
comprador, así quedó establecido en un primer ejemplo que se trae a colación con el caso Paul 
Guardian Insurance Co. & Travelers Insurance Co. Vs. Neuromed Medical Systems & Support, 
GmbH en el año 2002, en el que una empresa de origen Alemán vendió a un empresa de Estados 
Unidos un sistema móvil de imagen por resonancia magnética, dentro del acuerdo contractual se 
pactó referente a la entrega del bien lo siguiente: “CIF Puerto Marítimo de Nueva York, el 
comprador tramitará y pagará el despacho de aduanas, así como el transporte a Calmut City, el 
destino final en los Estados Unidos”, haciendo el señalamiento de que la aceptación estaba 
sometida a inspección, paso seguido tanto el comprador como el vendedor establecieron que 
efectivamente el bien se encontraba en perfectas condiciones al cargarlo en el puerto de embarque 
pero una vez llego a su destino final, el equipo presentaba daños, lo que derivó en que dos de los 
seguros pagaran los daños respectivos al comprador y después repitieran en contra del  demandado 
como subrogados en el crédito del comprador, el tribunal llegó a la conclusión de que el riesgo de 
la pérdida pasaba al comprador en el momento de la entrega en el puerto de embarque en virtud 
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de la condición de entrega de la CIM y rechazo el argumento del demandante de que el riesgo de 
la pérdida no podía haberse traspasado porque el vendedor se había reservado el dominio del 
equipo, puesto que los derechos de propiedad no es competencia de la Convención, así mismo, se 
indicó que la recepción del equipo no había de interpretarse como una admisión de que éste estaba 
libre de defectos y funcionaba de acuerdo con las especificaciones del contrato (Naciones Unidas, 
2002).  
Referente a este fallo, Cadena y Cubillos (2012) manifiestan que el Tribunal falló en base a 
que la Convención no tiene competencia para dirimir problemas relacionados con el derecho de 
propiedad, por lo que la trasmisión del riesgo es ajena a la propiedad de la mercancía que reclame 
el vendedor o comprador, así mismo, el riesgo no puede estar supeditado a quien se aluda debía 
adoptar las disposiciones necesarias en materia de transporte y de seguros, por lo que el riesgo de 
la pérdida se estima está en cabeza del comprador cuando se le hizo entrega del equipo en la 
embarcación, desestimando que el riesgo puede estar en cabeza del vendedor por aludir reserva 
del dominio (Cadena y Cubillos, 2012). 
Ahora bien, otros fallos han indicado que en la mayoría de los casos la trasmisión del riesgo 
reposa en cabeza del vendedor cuando contrata seguros o pacta la entrega en el domicilio del 
comprador, en este tipo de casos sale a relucir la figura de los Incoterms que permite identificar 
cuál de las partes debe asumir el riesgo por la pérdida o el deterioro de las mercaderías, al respecto, 
es claro determinar que el riesgo opera desde el momento de la entrega, sin que esto implique que 




Es decir, el riesgo se asume una vez se hace entrega de la mercancía, siempre y cuando las 
partes no hayan pactado cosa diferente que estipule la forma en cómo manejara el riesgo de pérdida 
o deterioro, Marzorati (2003) lo explica indicando que:  
 
Como regla general, el riesgo se transmite cuando el vendedor entrega la 
mercadería, salvo pacto en contrario. En la compraventa con entrega indirecta (al 
transportador) se verifica la transmisión del riesgo y la individualización de la 
mercadería en un mismo acto. Por supuesto que a veces la individualización 
concreta no es posible, justamente, por la clase de mercadería (p. ej., la venta de 
granos a granel). Sin embargo, ello no significa que no se transmita el riesgo en ese 
momento. En los casos en que el vendedor cumple con su obligación de entrega 
con la puesta de la mercadería a disposición del comprador, el riesgo se transmite 
en ese momento (p.293).  
 
Por otro lado, la trasmisión del riesgo se puede presentar en tres momentos, a saber, cuando 
se celebra el contrato, se transmite la propiedad o se entregue materialmente los bienes objeto del 
contrato (Oviedo, 2002, p. 202), por lo que es claro señalar que el artículo 66 de la Convención 
establece que una vez se trasmita el riesgo del vendedor al comprador, este último sin importar si 
la mercancía presenta daño o perdida, debe pagar al vendedor el valor de los bienes, pero si el 
riesgo no ha sido trasmitido o el daño o perdida fue a causa del vendedor así se haya trasmitido el 
riesgo, el comprador no se ve obligado a tal pago y en cambio deberá ser reparado por el vendedor 
(López, Morgestein y Alarcón, 2009, p.35). 
Con lo anterior, la Convención se ha convertido en uno de los instrumentos mercantiles de 
índole internacional más importante a nivel mundial, su inferencia ha sido tal, que está presente en 
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la mayoría de transacciones internacionales de compraventa de bienes y servicios, a nivel nacional, 
también su implementación se ha visto reflejada en las actividades comerciales y mercantiles de 
los exportadores, importadores, agentes aduaneros, agentes de intermediación, transportadores, 
entidades financieras entre otros, siendo necesario que el legislador y demás autoridades, 
establezcan en el ordenamiento jurídico las diferentes herramientas jurídicas necesarias para hacer 
efectivas las disposiciones de la Convención, lo que se traduce en la denominada “Nueva Lex 
Mercatoria”, destinada a desarrollar la transnacionalización del Derecho Mercantil Internacional, 
que requiere normas más flexibles en la que todos los comerciantes y empresarios del comercio 
internacional puedan realizar transacciones a nivel mundial teniendo claro los parámetros bajo los 
cuales operan estos tipos de contratos y los riegos a los que se someten al ejecutarlos  (Cadena y 
Cubillos, 2012, p.32). 
Es así, que la Hipótesis planteada quedo debidamente validada al establecerse que varios son 
los instrumentos que armonizan los conflictos que se presentan en razón de la trasmisión del riesgo 
por perdida o daño de las mercaderías, en este sentido, la Convención de Viena y los instrumentos 
INCOTERMS, deben ser utilizados en todos los casos, para evitar controversias en cuanto a la 
transmisión del riesgo derivado de la pérdida o daño en las mercaderías y en general, en todo lo 
que concierne a la actividad mercantil y comercial a nivel internacional. 
 
Valor N°3. Principio o regla a proteger  
Autonomía de la voluntad 
Para validar cualitativamente la hipótesis planteada que corresponde a: es la autonomía de 
la voluntad, como principio rector, quien finalmente establece el régimen de transmisión del riesgo 
en la compraventa internacional, se procede a realizar un análisis sobre este principio que prima y 
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se quiere proteger en la investigación, dicho principio no solo es fundamental en la teoría del 
riesgo, sino en todo el tema de la contratación internacional. 
Para empezar, la expresión autonomía proviene del griego autos (por sí mismo) y nomos 
(norma ), es decir, una norma dada o hecha para sí mismo y que hace referencia al principio general 
del Derecho que dicta que cada persona tiene la capacidad de autorregular sus propias acciones, 
esto, en el plano de la contratación se refiere a que las partes tienen la capacidad de decidir ,tanto 
las obligaciones a las que se va a someter mediante el contrato ,como las demás características que 
consideren necesarias para el correcto funcionamiento del mismo.  
La corte constitucional, en su sentencia C-934/13, define la autonomía de la voluntad como 
“la facultad reconocida por el ordenamiento positivo a las personas para disponer de sus intereses 
con efecto vinculante y, por tanto, para crear derechos y obligaciones, con los límites generales 
del orden público y las buenas costumbres, para el intercambio de bienes y servicios o el desarrollo 
de actividades de cooperación” (Corte Constitucional, Sentencia C934/13), se refiere entonces al 
principio general del Derecho en el que cada persona puede normar sus propias acciones y a su 
vez , las acciones con otras personas, este se manifiesta en el escenario jurídico, el la libertad 
contractual. 
Así mismo, dicta la misma sentencia que: 
 
Dentro de este cuadro, la autonomía permite a los particulares: i) celebrar contratos 
o no celebrarlos, en principio en virtud del solo consentimiento, y, por tanto, sin 
formalidades, pues éstas reducen el ejercicio de la voluntad; ii) determinar con 
amplia libertad el contenido de sus obligaciones y de los derechos correlativos, con 
el límite del orden público, entendido de manera general como la seguridad, la 
salubridad y la moralidad públicas, y de las buenas costumbres; iii) crear relaciones 
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obligatorias entre sí, las cuales en principio no producen efectos jurídicos respecto 
de otras personas, que no son partes del contrato, por no haber prestado su 
consentimiento, lo cual corresponde al llamado efecto relativo de aquel” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-934 de 13). 
 
A su vez, el código civil colombiano estipula que “los contratos son ley para las partes. 
Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado 
sino por su consentimiento mutuo o por causas legales” (Ley 84 de 1873, art. 1602). 
En el escenario internacional entonces, este principio rige de igual forma, siendo 
importante recalcar que bajo ninguna circunstancia , esta autonomía de la voluntad , puede 
transgredir de ninguna forma las normas de los Estados a los cuales pertenecen las partes; como 
ha sido mencionado en el cuerpo de este trabajo, al carecer muchos estados de normatividad 
expresa acerca de la transmisión del riesgo, se recurre a este principio , sin embargo, está de alguna 
forma delimitado por diversos tratados internacionales así como por los incoterms  y diversos usos 
comerciales reconocidos internacionalmente de tal forma que no se haga nada indebido que 
pudiese afectar el comercio internacional.  
Hay que recordar que todos los aspectos del contrato, deben estar acordes a Derecho, es 
decir. deben tener objeto y causa lícita , además de no estar viciado , por lo anterior , es 
perfectamente evidente que las partes, en ejercicio de la autonomía que tienen , pueden decidir 
todos los aspectos referentes al contrato y a sus características, como la jurisdicción a la cual se 
van a someter, el tipo de incoterm que van a manejar y así mismo , es perfectamente normal y 
válido que las partes modifiquen o extiendan el incoterm en base a sus necesidades, ya que como 
lo hemos mencionado anteriormente, los incoterms son herramientas que tienen las partes para 
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expresar sus necesidades, pero esto no significa que no puedan ser modificadas a conveniencia de 
las partes , como lo menciona Juan Terán: 
 
Los Incoterms, ..., vienen a ser un instrumento práctico, que permite a las partes 
expresar de manera más adecuada y completa sus necesidades. Es perfectamente 
válida la estipulación relativa a la transmisión del riesgo del ejemplo, puesto que 
las partes en ejercicio de su autonomía pueden señalar y a la vez modificar de 
acuerdo a sus necesidades los distintos elementos del contrato, y, por lo tanto, 
pueden ampliar o modificar un Incoterm (Terán, 2013). 
  
Es necesario también hacer énfasis en que, así como existen diversidad de relaciones 
comerciales, diversidad de contratos así mismo existen diversas variables que hacen imposible que 
una normatividad sea capaz de unirlas a todas para poder ser reguladas, pero si es cierto que cuando 
las partes deciden regirse por la convención de Viena, se hace mucho más fácil dirimir las 
controversias que se puedan presentar frente a la transmisión del riesgo. 
En referencia a la transmisión del riesgo, la autonomía de la voluntad tiene una función clave, 
ya que siempre en el cuerpo del contrato estará estipulado de alguna forma, las necesidades y la 
voluntad de las partes. 
 Por otro lado, y trayendo nuevamente a colación lo expuesto por la Corte Constitucional, 
es relevante para el objeto de estudio lo dispuesto en la sentencia C-529 de 2000, la cual explica 
que la Convención no es desconocedora de la voluntad privada puesto que no obstaculiza la 
libertad que tienen las partes para realizar ciertos actos jurídicos como lo es un contrato, esto en 
concordancia con el artículo 13, 16 y 333 de la Carta Magna, lo que significa que de acuerdo al 
artículo 6 de la Convención, las partes son autónomas para excluir sus disposiciones (Corte 
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Constitucional, Sentencia C-529/2000), postura que ha sido reiterativa por esta Corporación quien 
además alude palabras textuales lo siguiente:  
 
La autonomía de la voluntad privada consiste en el reconocimiento más o menos 
amplio de la eficacia jurídica de ciertos actos o manifestaciones de voluntad de los 
particulares. En otras palabras: consiste en la delegación que el legislador hace en 
los particulares de la atribución o poder que tiene de regular las relaciones sociales, 
delegación que estos ejercen mediante el otorgamiento de actos o negocios 
jurídicos. Los particulares, libremente y según su mejor conveniencia, son los 
llamados a determinar el contenido, el alcance, las condiciones y modalidades de 
sus actos jurídicos. Al proceder a hacerlo deben observar los requisitos exigidos, 
que obedecen a razones tocantes con la protección de los propios agentes, de los 
terceros y del interés general de la sociedad. (Corte Constitucional. Sentencia T-
338/1993).  
  
Sumado a lo anterior, esta Corporación estima que dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano se reconoce de forma casi absoluta la primacía que tiene la autonomía de la voluntad 
privada, en donde las partes gozan de libertad para estipular de común acuerdo los parámetros bajo 
los cuales va a operar un acto jurídico, libertad que solo es limitada por la ley cuando dicho acto 
jurídico atente el orden público (Corte Constitucional. Sentencia C-367/1995), y a pesar de que en 
la Constitución Política de Colombia no se haya dispuesto de forma textual el principio de la 
autonomía de la voluntad, la misma se sobreentiende en los artículos 13 y 62 Superior, en donde 
se consagra el derecho a la libertad y al libre desarrollo de la personalidad, derechos de los que se 
deduce que cualquier ciudadano es libre es actuar según su voluntad siempre que no se afecte el 
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orden jurídico ni los derechos de los demás ciudadanos, es así, que derechos estipulado en la Carta 
Magna como por ejemplo el derecho a la personalidad jurídica, el derecho de asociación, el 
derecho a celebrar matrimonio, entre otros, resultan ser garantes del principio de la autonomía de 
la voluntad (Corte Constitucional, Sentencia C-367/1995). 
Es claro determinar que la Convención tiene un ámbito de aplicación que opera en 
conformidad con la concurrencia de elementos imprescindibles que orientan las actuaciones de las 
partes contratantes, estos elementos son: Existencia de un contrato de compraventa de índole 
internacional, el objeto contractual debe recaer sobre mercaderías y el punto principal, que las 
partes en uso de su derecho y del principio de autonomía de la voluntad no hayan excluido las 
disposiciones de este instrumento en el acto jurídico, lo que significa que el principio de la 
autonomía de la voluntad está consagrado dentro de la Convención y permite su exclusión si las 
partes del contrato así lo determinan  (Bermeo, Lizaraso, Villamil y Zaidiza, 2003).  
Con la anterior explicación se logra establecer que efectivamente la hipótesis propuesta 
queda validada cualitativamente gracias a que la autonomía de la voluntad es el principio que se 
quiere resaltar en la trasmisión del riesgo en lo referente a las mercaderías internacionales, toda 
vez, que las partes son autónomas en el acto jurídico en determinar en primer lugar, si el contrato 
opera bajo la luz de la Convención, como también, la forma en cómo opera el riesgo y en cabeza 
de cuál de las partes, comprador o vendedor, estará a cargo, es decir, las partes son libres para 
pactar cuando y como se produce la entrega de la mercadería, pacto que suele realizarse a través 
de los Incoterms, los cuales surten el contrato de una seguridad jurídica al determinar cuándo se 







La investigación permitió evidenciar una temática que si bien no ha sido muy estudiada en 
el ámbito nacional, su relevancia jurídica tiene grandes aportes, puesto que en la actualidad el 
mundo está viviendo un proceso de globalización en el que la economía exige la inmersión de 
bienes, productos y servicios en mercados internacionales, frente a esta realidad económica, es 
menester establecer la forma en cómo se deben regular las relaciones entre los comerciantes de 
diferentes países, con la finalidad de minimizar los conflictos que se pueden derivar en razón de 
este tipo de trasferencia comercial, conflictos que afectan de forma directa la responsabilidad que 
asumen las partes al convenir a través de un contrato, la compraventa de mercaderías. 
Este trabajo investigativo permitió desarrollar tres objetivos específicos de los cuales se 
concluye lo siguiente: 
Referente al objetivo N°1: Estudiar el contexto normativo que rigen las obligaciones 
derivadas de la transmisión del riesgo derivado de la pérdida o deterioro de las mercaderías en la 
compraventa internacional, se logró establecer que: 
 
● El ordenamiento jurídico nacional vio necesario establecer dentro de su cuerpo normativo, 
una Ley que incluyera la Convención de las Naciones Unidas sobre los contratos de 
compraventa internacional de mercaderías, es así, que en 1999 se ratificó dicha Convención y 
la misma entro a ser parte del Bloque de Constitucionalidad a través de la Ley 518 de 1999 
● A partir de 1999, Colombia hace parte al igual de otros 72 países, de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los contratos de compraventa internacional de mercaderías, pero a 
partir del 1ero de agosto de 2002 entro en vigencia en el ámbito nacional 
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● El eje de regulación de la Convención hace referencia a los contratos de compraventa que 
estén vinculados a transacciones de carácter internacional, siendo excluidos las transacciones 
nacionales puesto que están reguladas por el derecho interno. 
● Así mismo, los Incoterms también son otros instrumentos utilizados en las transacciones 
mercantiles y comerciales de índole internacional, los cuales surgen en 1936 cuando la 
Cámara de Comercio Internacional (CCI), dispuso de algunas reglas internacionales para 
regular los riesgos que se originan en este tipo de transacciones.   
● Las últimas modificaciones realizadas en 2011 a los Incoterms trajeron dos nuevas reglas: el 
“D”, DAT (Entregado en Terminal) y DAP (Entregado en el punto de destino). 
 
Referente al objetivo N°2: Delimitar los conceptos inmersos dentro de la compraventa 
internacional y específicamente los conceptos contenidos dentro de la transmisión del riesgo 
derivado de la pérdida o deterioro de las mercaderías, se concluye que:  
 
● Se logró identificar las posturas que se tienen en cuenta para determinar sobre quien reposa la 
trasmisión del riesgo por perdida o daño, la Convención establece en sus artículos 66 al 70, 
las reglas por las cuales se alude esta responsabilidad, es así, que una vez el vendedor trasmite 
el riesgo al comprador, este último asume el riesgo de las mercancías compradas sin importar 
que el vendedor se haya aludido el derecho de reserva de propiedad 
● La convención no es competente para dirimir conflictos en razón al derecho de propiedad.  
● El riesgo por perdida o daño es asumido por el vendedor cuando no se lo ha trasmitido al 
comprador o en su defecto, cuando es trasmitido pero el daño o perdida se derivó de la acción 
u omisión del vendedor, caso en el cual, debe reparar al comprador 
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Referente al objetivo N°3: Comprobar si es la autonomía de la voluntad, como principio 
rector, quien finalmente establece el régimen de transmisión del riesgo en la compraventa 
internacional. Este objetivo se logró alcanzar exponiendo que la autonomía de la voluntad 
efectivamente es el principio rector de la trasmisión del riesgo en las mercaderías internacionales, 
puesto que las partes gozan de libertad para pactar las cláusulas bajo las cuales opera el contrato 
comercial clausulas dentro de las cuales se encuentra la trasmisión del riesgo, es así, que bajo la 
luz de la autonomía de la voluntad, las partes determinan si el negocio jurídico opera de acuerdo a 
los dispuesto por la Convención, se va a hacer uso de los Incoterms o en su defecto pactan la forma 
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